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Libertad de Circulación y de Residencia  

en la Jurisprudencia del  

Tribunal de Justicia de la Unión Europea1 

María Luz Martínez Alarcón2 

 

Resumen 

El alcance de la libertad de circulación y residencia ha ido evolucionando desde su 

inicial reconocimiento en el seno de la integración europea. El rol del Tribunal de 

Justicia de la Unión Europea ha resultado decisivo al respecto pues ha desarrollado 

una jurisprudencia copiosa y expansiva sobre el contenido y alcance de la 

ciudadanía europea y los derechos vinculados a ella dando lugar a una doctrina 

jurisprudencial menos formalista y más centrada en la efectividad real de los 

derechos. En este trabajo se podrá comprobar que el Tribunal de Justicia de la Unión 

Europea ha ido ampliando el ámbito de protección de los derechos a la libertad de 

circulación y residencia, realizando interpretaciones favorables a su ejercicio. 

 

Palabras clave: Circulación – Residencia – Tribunal de Justicia de la Unión Europea. 

 

Title: FREEDOM OF MOVEMENT AND RESIDENCE IN THE JURISPRUDENCE OF THE COURT OF 

JUSTICE OF THE EUROPEAN UNION 

 

Abstract 

The scope of freedom of movement and residence has changed since it was first 

recognized in European integration. The Court of Justice of the European Union has 

played a key role, developing an extensive case law on European citizenship and the 

rights it provides. Its case law is currently less formal and more focused on making 

these rights real and effective. This paper shows that the Court has gradually 

expanded the protection of freedom of movement and residence, interpreting the 

law in ways that support people’s ability to exercise these rights. 

 

 
1 Este trabajo se realiza dentro del Proyecto de Investigación Nacional (España) Los derechos 
fundamentales en las integraciones. Estudio constitucional comparado, con financiación obtenida en 
el marco de los Proyectos de “Generación de Conocimiento”, convocatoria 2021, 2022 y 2023. 
Referencia: PID2023-147570NB-I00, financiado por MICIU/AEI/10.13039/501100011033 y por 
FEDER, UE. Investigadores principales: José Luis García Guerrero y María Luz Martínez Alarcón. 
2 Catedrática de Derecho Constitucional UCLM. 
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Keywords: Movement – Residency– Court of Justice of the European Unión. 

 

Sumario: I. La Libertad de Circulación y Residencia como Derecho 

Fundamental y no solo como Derecho Funcional al Mercado Interior. II. 

Titularidad de la Libertad de Circulación y de Residencia y Condiciones 

de Ejercicio de estos Derechos. III. Requisitos para aplicar el Régimen 

Comunitario de los Derechos a la Libre Circulación y Residencia a los 

Familiares del Titular del Derecho Originario. III.i. El nacional 

comunitario debe estar ejercitando una de las libertades que le confiere 

la movilidad por el territorio de los Estados miembros. III.ii. El familiar 

debe tener un determinado vínculo (familiar) con el titular originario del 

derecho. III.ii.a. El supuesto del cónyuge. III.ii.b. Descendientes directos 

menores de 21 años o a cargo del cónyuge o la pareja definida en la letra 

b) y ascendientes directos a cargo y los del cónyuge o de la pareja 

definida en la letra b). III.ii.c. Posibilidad de extender los beneficios de la 

Directiva 2004/38 a otros familiares/personas nacionales de un tercer 

Estado. III.iii. El régimen comunitario solo se aplica al familiar del tercer 

Estado cuando acompañe o se reúna con el titular del derecho originario. 

IV. El Principio de No Discriminación por razón de la Nacionalidad. V. Los 

Límites en el Ejercicio del Derecho a la Libertad de Circulación y 

Residencia. V.i. Límites por razones de orden público o seguridad pública. 

V.ii. Límites por razones de salud pública. V.iii. Referencia al supuesto de 

expulsión por razones de orden público, seguridad pública o salud 

pública. V.iv. Referencia a otros supuestos de expulsión adoptados por 

motivos que no guardan relación con riesgos para el orden público, la 

seguridad pública o la salud pública. VI. A Modo de Cierre. VII. 

Bibliografía  

 

I. La Libertad de Circulación y Residencia como Derecho Fundamental y no 

solo como Derecho Funcional al Mercado Interior 

El alcance de la libertad de circulación y residencia ha ido evolucionando 

desde su inicial reconocimiento en el seno de la integración europea.  

Las primeras disposiciones en la materia contenidas en los Tratados de las 

Comunidades Europeas originales se referían exclusivamente a la libre circulación 

de trabajadores y a su libertad de establecimiento; a las personas en cuanto 

empleados o prestadores de servicios. En este sentido, por ejemplo, la sentencia del 

Tribunal de Justicia (Sala Tercera) de 5 de febrero de 1991, Daniel Roux c. Estado 
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belga, asunto C-363/89, EU:C:1991:41, ap. 9, precisaba que el derecho de residencia 

reconocido por el Tratado de la Comunidad Europea estaba sujeto al requisito 

consistente en ejercer una actividad económica en el sentido de los entonces 

artículos 48, 52 o 59 del Tratado de la Comunidad Europea.  

Más adelante, el Tratado de Maastricht introdujo el estatuto de la ciudadanía 

europea reconociendo, como uno de sus elementos nucleares, el derecho de 

circulación y residencia de los ciudadanos europeos en el territorio de los Estados 

miembros con independencia del desempeño de una actividad económica. En la 

actualidad, aunque la libertad de circulación sigue constituyendo actualmente una 

de las libertades fundamentales del mercado interior, su proyección va más allá. La 

sentencia del TJCE de 17 de septiembre de 2002, Baumbast y R. c. Secretary of State 

for the Home Department (asunto C-413/99), EU:C:2002:493, ap. 83, lo confirmaba: 

“(...) el Tratado de la Unión Europea no exige que los ciudadanos de la Unión ejerzan 

una actividad profesional, por cuenta ajena o por cuenta propia, para poder disfrutar 

de los derechos previstos en la segunda parte del Tratado CE, relativa a la ciudadanía 

de la Unión. Además, no hay nada en el texto del Tratado que permita considerar que 

los ciudadanos de la Unión, que se hayan establecido en otro Estado miembro para 

ejercer en él una actividad por cuenta ajena, se verán privados de los derechos 

conferidos por el Tratado CE por razón de esta ciudadanía, cuando cese dicha 

actividad”.  

En la actualidad, el artículo 45 de la Carta de Derechos Fundamentales de la 

Unión Europea (en adelante CDFUE) garantiza, en su apartado 1, el derecho 

fundamental de todo ciudadano de la Unión a circular y residir libremente en el 

territorio de los Estados miembros3. Este derecho se corresponde con el que 

garantiza el artículo 20, apartado 2, párrafo primero, letra a), del Tratado de 

Funcionamiento de la Unión Europea (en adelante TFUE). Se ejerce, según el artículo 

 
3 El artículo 45 de la CDFUE no solo reconoce la libertad de circulación y residencia de los ciudadanos 
europeos por el territorio de la integración. Además, su apartado 2, prevé que “Podrá [obsérvese el 
uso potestativo del verbo] concederse libertad de circulación y residencia, de conformidad con lo 
dispuesto en los Tratados, a los nacionales de terceros países que residan legalmente en el territorio 
de un Estado miembro”. En este comentario jurisprudencial no nos ocuparemos de estos nacionales 
de terceros países que residen legalmente en el territorio de un Estado miembro. Baste señalar que 
la Directiva 2004/38 no se ocupa de estas personas.  
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20, apartado 2, último párrafo, también del TFUE, en conexión con el artículo 52, 

apartado 2, de la CDFUE, en las condiciones y dentro de los límites definidos por los 

Tratados y por las medidas adoptadas para su aplicación. Hay que destacar la 

importancia, en su día, de la sentencia del TJCE en Baumbast (asunto C-413/99), que 

estableció expresamente que el entonces artículo 18 del TCE tenía efecto directo y 

se podía invocar ante los tribunales de los Estados miembros. Este precepto 

reconocía el derecho a circular y residir en el territorio de otro Estado miembro con 

sujeción a las limitaciones y condiciones previstas en el TCE y en las disposiciones 

adoptadas para su aplicación. Pero en esta sentencia, el Tribunal de Justicia afirmó, 

por vez primera, que las limitaciones y condiciones admitidas en el artículo 18, 

apartado 1, del TCE, para el ejercicio del derecho de residencia podían ser objeto de 

control judicial. A través de dicho control se debía velar por que las condiciones que 

se impusieran al ejercicio de este derecho respetaran el derecho comunitario y sus 

principios generales, en particular, el principio de proporcionalidad. 

Como derecho fundamental vinculado a la ciudadanía europea, la libertad de 

circulación y residencia se ha desarrollado en la Directiva 2004/38/CE del 

Parlamento y del Consejo de 29 de abril de 2004, relativa al derecho de los 

ciudadanos de la Unión y de los miembros de sus familias a circular y residir 

libremente en el territorio de los Estados miembros4. Esta Directiva pretende 

 
4 Directiva 2004/38/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 29 de abril de 2004 relativa al 
derecho de los ciudadanos de la Unión y de los miembros de sus familias a circular y residir 
libremente en el territorio de los Estados miembros, por la que se modifica el Reglamento (CEE) n° 
1612/68 y se derogan las Directivas 64/221/CEE, 68/360/CEE, 72/194/CEE, 73/148/CEE, 
75/34/CEE, 75/35/CEE, 90/364/CEE, 90/365/CEE y 93/96/CEE (DOUE L 229, de 29.6.2004). En 
todo caso, es preciso recordar que la Unión cuenta con normativa específica que regula la libre 
circulación de los trabajadores ciudadanos europeos dentro de la integración. Se trata del 
Reglamento (UE) nº 492/2011 del Parlamento Europeo y del Consejo de 5 de abril de 2011, relativo 
a la libre circulación de los trabajadores dentro de la Unión (DOUE L 141, de 27.5.2011).  
   Por otra parte, de una forma más amplia, se debe igualmente recordar que los sujetos que pueden 
ejercer los derechos de circulación y residencia por el territorio europeo no constituyen un colectivo 
homogéneo y que, en consecuencia, se aplican distintas normativas a cada uno de los grupos que se 
han distinguido. Así, se puede distinguir entre las siguientes categorías: Ciudadanos europeos y 
familiares (Directiva 2004/38 ya mencionada); ciudadanos del Espacio Económico Europeo o EEE 
(Islandia Liechtenstein y Noruega) y Suiza (Acuerdo EEE y Acuerdo UE-Suiza sobre libre circulación 
de personas); nacionales de terceros países a los que se aplican regímenes jurídicos distintos en 
función de si nos encontramos ante una estancia de corta duración de hasta noventa días (se aplica 
el Código Schengen) o una estancia de larga duración de más de noventa días y, dentro de esta última 
categoría, regulaciones específicas en función del grupo [la Directiva (UE) 2016/801 del  Parlamento 
Europeo y del Consejo de 11 de mayo de 2016 relativa a los requisitos de entrada y residencia de los 
nacionales de países terceros con fines de investigación, estudios, prácticas, voluntariado, programas 
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facilitar el ejercicio del derecho fundamental e individual de circular y residir 

libremente en el territorio de los Estados miembros que el artículo 21, apartado, 1 

del TFUE, confiere directamente a los ciudadanos de la Unión [sentencia del 

Tribunal de Justicia de 22 de febrero de 2024, WA c. Direcţia pentru Evidenţa 

Persoanelor şi Administrarea Bazelor de Date din Ministerul Afacerilor Interne 

(asunto C-491/21), EU:C:2024:143, ap. 37]. Su artículo 1 prevé que su objeto de 

protección consiste en establecer: a) las condiciones de ejercicio del derecho de 

libre circulación y residencia en el territorio de los Estados miembros de los 

ciudadanos de la Unión  y los miembros de su familia; b) el derecho de residencia 

permanente en el territorio de los Estados miembros de los ciudadanos de la Unión 

y los miembros de su familia; c) las limitaciones a los derechos establecidos en las 

letras a) y b) por razones de orden público, seguridad pública o salud pública.  

El Tribunal de Justicia de la Unión Europea (en adelante TJUE) ha ido 

sentando una serie de estándares constituciones de aplicación de la Carta cada vez 

más consolidados, también en lo que hace a libertad de circulación y de residencia, 

sobre los que contamos con una copiosa jurisprudencia. Nos referiremos, a 

continuación, a algunas de las cuestiones más importantes que ha tenido que dirimir 

el TJUE en materia de libertad de circulación y residencia: la titularidad de estos 

derechos (II); los requisitos para aplicar el régimen comunitario de estos derechos 

a los familiares del ciudadano europeo (III); el principio de no discriminación por 

razón de la nacionalidad (IV), y; los límites en el ejercicio de estos derechos (V); para 

concluir, finalmente, con unos breves apuntes a modo de cierre (VII).  

 

 

 
de intercambio de alumnos o proyectos educativos y colocación au pair, la Directiva (UE) 2021/1883 
del Parlamento Europeo y del Consejo de 20 de octubre de 2021 relativa a las condiciones de entrada 
y residencia de nacionales de terceros países con fines de empleo de alta cualificación, y por la que 
se deroga la Directiva 2009/50/CE del Consejo; un conjunto de normas mínimas de la Unión 
aplicables a las trabajadores en general y las legislaciones nacionales; la Directiva 2003/86/CE del 
Consejo, de 22 de septiembre de 2003, sobre el derecho a la reagrupación familiar]; nacionales de 
terceros países residentes de larga duración [Directiva 2003/109/CE del Consejo de 25 de 
noviembre de 2003 relativa al estatuto de los nacionales de terceros países residentes de larga 
duración (DOUE L 16, de 23.1.2004)]; personas bajo protección internacional [Sistema Europeo 
Común de Asilo más sistemas nacionales de asilo]. 
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II. Titularidad de la Libertad de Circulación y de Residencia y Condiciones 

de Ejercicio de estos Derechos 

La Directiva 2004/38/CE permite distinguir entre una titularidad originaria 

y una titularidad derivada del derecho a circular y residir libremente en el territorio 

de los Estados miembros. La titularidad originaria corresponde al ciudadano 

europeo y la titularidad derivada a los familiares del ciudadano europeo, con 

independencia de la nacionalidad de dichos familiares (véase sobre la aparición de 

la titularidad derivada en las Comunidades Europeas LÓPEZ NIETO: 2025, pp. 32-58, 

en esta misma obra). Como ha señalado el TJUE, se considera preciso reconocer el 

derecho a determinados miembros de la familia de los ciudadanos europeos, con 

independencia de su nacionalidad, para poder hablar de un auténtico derecho de 

libre circulación y residencia de los ciudadanos europeos en el territorio de la 

Unión [entre otras, STJUE (Sala Quinta) de 27 de febrero de 2020, Subdelegación 

del Gobierno en Ciudad Real c. RH (asunto C-836/18), EU:C:2020:119; STJUE (Gran 

Sala) de 8 de mayo de 2018, K. A. y otros c. Belgische Staat (asunto C-82/16), 

EU:C:2018:308, ap. 50; STJUE (Gran Sala) de 14 de noviembre de 2017, Toufik 

Lounes c. Secretary of State for the Home Department (asunto C-165/16), 

EU:C:2017:862, ap. 31; STJUE (Gran Sala) de 10 de mayo de 2017, H. C. Chávez-

Vílchez y otros c. Raad van bestuur van de Sociale verzekeringsbank y otros (asunto 

C-133/15), EU:C:2017:354, ap. 62; STJUE (Gran Sala) de 18 de diciembre de 2014, 

The Queen, a instancia de: Sean Ambrose McCarthy y otros c. Secretary of State for 

the Home Department (Asunto C-202/13), EU:C:2014:2450, aps. 31 y 33; o STJUE 

(Sala Segunda) de 8 de mayo de 2013, Kreshnik Ymeraga y otros c. Ministre du 

Travail, de l’Emploi et de l’Immigration (asunto C-87/12), EU:C:2013:291, ap. 35].  

El ejercicio de la libertad de circulación de los ciudadanos europeos se ejerce 

de forma incondicional o, más bien, aparece exclusivamente condicionado a la 

posesión de un documento de identidad o pasaporte válido. 

El disfrute del derecho de residencia ha quedado sometido a ciertas 

condiciones entre los tres meses y cinco años. Siguiendo al TJUE, la Directiva 

2004/38/CE ha establecido un sistema gradual con respecto al ejercicio del derecho 

de residencia en el Estado miembro de acogida, previendo una serie de etapas y el 
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cumplimiento de ciertas condiciones para su disfrute en determinados casos con la 

finalidad de que dichas personas no se conviertan en una carga excesiva para el 

sistema de asistencia social del Estado miembro de acogida, hasta alcanzar el 

derecho de residencia permanente [STJUE (Sala Décima) de 22 de enero de 2020, 

AT c. Pensionsversivherungsanstalt (asunto C-32/19), EU:C:2020:25, ap. 33 y ss., que 

se remite a la STJUE (Gran Sala), de 17 de abril de 2018, B c. Land Baden-

Württemberg y Secretary of State for the Home Department c. Franco Vomero 

(asuntos acumulados C-316/16 y C-424/16), EU:C:2018:256] (en los mismos 

términos, en la doctrina, SÁNCHEZ-URÁN AZAÑA, 2015).   

En concreto, la Directiva 2004/38 prevé las tres siguientes etapas con 

respecto al disfrute del derecho de residencia por parte de los ciudadanos europeos 

y sus familiares en el territorio de Estados miembros distintos al de su nacionalidad: 

 

1) Residencia por un periodo de hasta tres meses en el territorio de otro Estado 

miembro: El artículo 6 de la Directiva 2004/38 establece que los ciudadanos de 

la Unión tienen derecho de residencia en el territorio de otro Estado miembro 

por un periodo de hasta tres meses sin estar sometidos a otra condición o 

formalidad que la de estar en posesión de un documento de identidad o 

pasaporte válidos. También tendrán este derecho los miembros de su familia en 

posesión de un pasaporte válido que no sean nacionales de un Estado miembro 

y acompañen al ciudadano de la Unión o se reúnan con él. 

2) Residencia por más de tres meses en el territorio de otro Estado miembro: El 

artículo 7 de la Directiva 2004/38 atribuye este derecho a todo ciudadano de la 

Unión: 

a. que es un trabajador por cuenta ajena o propia en el Estado miembro de 

acogida,  

b. que no es un trabajador. En tal caso (ciudadano de la Unión no 

trabajador), es preciso, para poder ejercer este derecho, que disponga, 

para sí y los miembros de su familia, de recursos suficientes para no 

convertirse en una carga para la asistencia social del Estado miembro de 

acogida durante su periodo de residencia, así como de un seguro de 
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enfermedad que cubra todos los riesgos en el Estado miembro de 

acogida; 

c. que se encuentre matriculado en un centro público o privado, reconocido 

o financiado por el Estado miembro de acogida con arreglo a su 

legislación o a su práctica administrativa, con la finalidad principal de 

cursar estudios, inclusive de formación profesional. En tal caso es preciso 

que cuente con un seguro de enfermedad que cubra todos los riesgos en 

el Estado miembro de acogida y debe garantizar a la autoridad nacional 

competente, mediante una declaración o por cualquier otro medio 

equivalente de su elección, que posee recursos suficientes para sí y los 

miembros de su familia para no convertirse en una carga para la 

asistencia social del Estado miembro de acogida durante su período de 

residencia; 

d. que es un miembro de la familia que acompaña a un ciudadano de la 

Unión, o va a reunirse con él, y que cumple las condiciones contempladas 

en las letras a), b) o c). 

La invocación del principio de proporcionalidad con respecto a la 

acreditación de recursos suficientes y de seguro de enfermedad por parte 

del ciudadano europeo residente de forma temporal en Estado miembro 

distinto al de su nacionalidad ha estado presente en la jurisprudencia del 

Tribunal de Justicia desde el asunto Baumbast y R. c. Secretary of State for 

the Home Department ya mencionado. En este caso, el Tribunal resolvió, 

entre otras, una cuestión prejudicial en un asunto en el que las 

autoridades del Reino Unido rechazaron renovar el permiso de residencia 

al Sr. Baumbast, nacional alemán, porque su seguro de enfermedad no 

cubría los cuidados médicos de urgencia. Pues bien, a pesar de que el 

Derecho de la Unión aplicable entonces permitía a los Estados miembros 

de acogida condicionar la obtención y renovación del permiso de 

residencia de los nacionales de otro Estado miembro a acreditar recursos 

suficientes y a la tenencia de un seguro de enfermedad que cubriera la 

totalidad de los riesgos en el Estado miembro de acogida, el Tribunal 
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entendió que dichas condiciones debían articularse y aplicarse 

respetando el principio de proporcionalidad en relación con la finalidad 

pretendida (no constituir una carga “excesiva” para el erario del Estado 

miembro de acogida), cosa discutible en este supuesto en el que el Sr. 

Baumbast había demostrado la tenencia de recursos suficientes y no 

había representado nunca una carga para el erario del Estado de acogida. 

 Entre las resoluciones del Tribunal más recientes sobre la materia nos 

limitamos ahora a mencionar la sentencia del TJUE (Gran Sala) de 15 de 

julio de 2021, A. (asunto C-535/19), EU:C:2021:595, que resolvió un caso 

relativo a una negativa del Ministerio de Sanidad de la República de 

Letonia de afiliar a A, nacional italiano que había ejercido su derecho de 

libre circulación, al sistema público de seguro de enfermedad y a 

expedirle una tarjeta sanitaria europea. A se instaló en Letonia con el fin 

de reunirse con su esposa, de nacionalidad letona, y sus dos hijos 

menores de edad, de nacionalidad letona e italiana. Antes de marcharse, 

A fue inscrito en el registro de nacionales italianos residentes en el 

extranjero y ya no podía beneficiarse, en Italia, de atención médica a 

cargo del sistema de atención sanitaria financiado por dicho Estado 

miembro. 

 En ella, el Tribunal, sobre la base de una interpretación conjunta de 

los artículos 7, apartado 1, letra b) y 14, apartado 2, de la Directiva 

2004/38, concluyó que, durante todo el período de residencia en el 

territorio del Estado miembro de acogida superior a tres meses e inferior 

a cinco años [si el periodo es superior a 5 años se obtiene un permiso de 

residencia permanente], los ciudadanos de la Unión que no ejerzan una 

actividad económica deben, entre otras cosas, disponer, para sí mismos y 

para los miembros de sus familias, de un seguro de enfermedad que cubra 

todos los riesgos para no convertirse en una carga excesiva para el erario 

público de dicho Estado miembro. Y que el derecho de los ciudadanos de 

la Unión y los miembros de sus familias a residir en el territorio del 

Estado miembro de acogida solo se mantiene mientras dichos ciudadanos 
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y los miembros de sus familias cumplan los requisitos establecidos en 

esta última disposición.  

 En todo caso, el Tribunal recordó que el Estado miembro de acogida 

debía velar por el respeto del principio de proporcionalidad evitando que 

fuera excesivamente difícil, para el ciudadano, cumplir con tales 

requisitos. Asimismo, el Tribunal consideró que el artículo 11, 

apartado 3, letra e), del Reglamento n.o 883/2004, leído a la luz del 

artículo 7, apartado 1, letra b), de la Directiva 2004/38, debía 

interpretarse en el sentido de que “se opone a una legislación nacional 

que excluye del derecho a afiliarse al sistema público de seguro de 

enfermedad del Estado miembro de acogida, para disfrutar de 

prestaciones de atención médica financiadas por dicho Estado, a los 

ciudadanos de la Unión que no ejercen una actividad económica, 

nacionales de otro Estado miembro, sujetos, en virtud del artículo 11, 

apartado 3, letra e), de dicho Reglamento, a la legislación del Estado 

miembro de acogida y que ejercen su derecho de residencia en el 

territorio de ese Estado miembro de conformidad con el artículo 7, 

apartado 1, letra b), de esta Directiva”. Pero que los artículos 4 y 11, 

apartado 3, letra e), del Reglamento n.o 883/2004 y los artículos 7, 

apartado 1, letra b), y 24 de la Directiva 2004/38 debían “interpretarse 

en el sentido de que, en cambio, no se oponen a que la afiliación de tales 

ciudadanos de la Unión a ese sistema no sea gratuita, para evitar que 

dichos ciudadanos se conviertan en una carga excesiva para el erario 

público del Estado miembro de acogida” (ap. 63). 

 Por otra parte, el TJUE ha declarado que, si bien es cierto que el 

ciudadano de la Unión debe disponer de recursos suficientes en el 

contexto del derecho a la residencia temporal, el Derecho de la Unión no 

impone la más mínima exigencia en cuanto a su procedencia, de modo 

que estos últimos pueden provenir, por ejemplo, de un ciudadano de un 

tercer Estado, progenitor de los ciudadanos de la Unión menores de edad 

de que se trate. Es decir, “el hecho de que los recursos que pretende hacer 
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valer un ciudadano de la Unión menor de edad, a efectos del artículo 7, 

apartado 1, letra b), de la Directiva 2004/38, procedan de los ingresos 

obtenidos por su progenitor, nacional de un tercer país, por el ejercicio 

de un empleo en el Estado miembro de acogida no impide que se cumpla 

el requisito relativo al carácter suficiente de los recursos establecido en 

dicha disposición” [STJUE (Sala Primera) de 2 de octubre de 2019, Ermira 

Bajratari c. Secretary of State for the Home Department (asunto C-93/18), 

EU:C:2019:809, ap. 30, que cita la STJUE (Gran Sala) de 13 de septiembre 

de 2016, Alfredo Rendón c. Administración del Estado (asunto C-165/14), 

EU:C:2016:675, ap. 48 y jurisprudencia citada, y la STJUE (Gran Sala) de 

16 de julio de 2015, Kuldip Singh y otros c. Minister for Justice and Equality 

(asunto c-218/14), EU:C:2015:476, ap. 76]. Es más, el Tribunal ha 

aplicado esta misma conclusión incluso cuando el progenitor del 

ciudadano de la Unión menor de edad no dispone de permiso de 

residencia y de trabajo en el Estado miembro de acogida y obtiene sus 

ingresos a través del trabajo ilegal, en la medida en que el artículo 7, 

apartado 1, letra b) de la Directiva 2004/38, no hace ninguna referencia 

al origen de los ingresos [STJUE (Sala Primera) de 2 de octubre de 2019, 

Ermira Bajratari c. Secretary of State for the Home Department (asunto C-

93/18), EU:C:2019:809, aps. 42, 46 y 53]. 

3) Residencia permanente: El artículo 16 de la Directiva 2004/38 establece que 

tienen derecho a la residencia permanente los ciudadanos de la Unión que hayan 

residido legalmente durante un periodo continuado de cinco años en el Estado 

miembro de acogida. Este derecho no está sujeto a las condiciones previstas en 

el Capítulo III de Directiva 2004/38, es decir, no está sujeto a las condiciones 

previstas con el objeto de asegurar que sus titulares no supongan una carga 

excesiva para el sistema asistencial el Estado miembro de acogida. La residencia 

permanente también se otorga a los miembros de la familia que no tengan la 

nacionalidad de un Estado miembro y que hayan residido legalmente durante un 

periodo continuado de cinco años consecutivos con el ciudadano de la Unión en 

el Estado miembro de acogida. En definitiva, el derecho de residencia 



LIBERTAD DE CIRCULACIÓN Y DE RESIDENCIA EN LA JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA UNIÓN 

EUROPEA 

 

 

INTEGRACIÓN REGIONAL & DERECHOS HUMANOS, AÑO XIII, NÚMERO 2, 2025, PP. 140-191 
 

 

[151] 

permanente no debe estar sometido a condiciones con el fin de que se convierta 

en un verdadero instrumento de integración en la sociedad del Estado miembro 

de acogida. 

 

III. Requisitos para aplicar el Régimen Comunitario de los Derechos a la 

Libre Circulación y Residencia a los Familiares del Titular del Derecho 

Originario  

 Los derechos del artículo 45 de la CDFUE se confieren a los familiares de un 

tercer Estado del titular del derecho originario, en principio, cuando concurren las 

tres condiciones siguientes: 1. El nacional comunitario debe estar ejercitando una 

de las libertades que le confiere la movilidad por el territorio de los Estados 

miembros. 2. El familiar debe tener un cierto vínculo (familiar) con el titular 

originario del derecho. 3. Los derechos solo se aplican al familiar del tercer Estado 

cuando acompañe o se reúna con el titular del derecho originario5.  

 

 

 

 
5 Hay que señalar, por otro lado, que los requisitos establecidos por el Derecho derivado sobre los 
derechos de entrada y residencia de miembros de la familia del ciudadano de la Unión, en particular 
los recogidos en la Directiva 2004/38, son aplicables por analogía a los miembros de la familia de los 
ciudadanos de la Unión que regresan al Estado miembro del que son nacionales. Así lo afirmó, con 
anterioridad a la aprobación de la Directiva 2004/38, la sentencia del Tribunal de Justicia de 7 de 
julio de 1992, The Queen c. Immigration Appeal Tribunal y Surinder Singh, ex parte Secretary of State 
for Home Deparment (asunto C-370/90), EU:C:1992:296, y así lo han mantenido, tras la aprobación 
de dicha norma, entre otras, las sentencias del TJUE (Gran Sala) de 11 de diciembre de 2007, Minister 
voor Vreemdelingenzaken en Integratie c. R. N. G. Eind (asunto 291/05), EU:C:2007:771, ap. 36; TJUE 
(Sala Tercera) de 8 de noviembre de 2012, Yoshikazu Iida c. Stadt Ulm (asunto 40/11), EU:C:2012:691, 
ap. 70; TJUE (Gran Sala) de 12 de marzo de 2014, O. c. Minister voor Immigratie, Integratie en Asiel y 
Minister voor Immigratie, Integratie en Asiel c. B. (asunto C-456/12, ap. 61), EU:C:2014:135; TJUE 
(Sala Cuarta) de 12 de julio de 2018, Secretary of State for the Home Department c. Rozanne Banger 
(asunto C-89/17), EU:C:2018:570; TJUE (Gran Sala) de 5 de junio de 2018, Relu Adrian Coman y otros 
c. Inspectoratul General pentru Imigrări y Ministerul Afacerilor Interne (asunto C-673/16), 
EU:C:2018:385; TJUE (Sala Tercera) de 27 de junio de 2018, Erdem Deha Altiner y Isabel Hanna Ravn 
c. Udlændingestyrelsen (asunto C-230/17), EU:C:2018:497; TJUE (Sala Cuarta) de 12 de julio de 2018, 
Secretary of State for the Home Department c. Rozanne Banger (asunto C-89/17), EU:C:2018:570; o 
TJUE (Sala Tercera) de 27 de junio de 2018, Erdem Deha Altiner y Isabel Hanna Ravn c. 
Udlændingestyrelsen (asunto C-230/17), EU:C:2018:497. La misma conclusión es aplicable, según 
también jurisprudencia del TJUE, al ciudadano de la Unión que ha desarrollado o consolidado una 
convivencia familiar con un nacional de un tercer Estado con ocasión de una residencia efectiva de 
un Estado miembro distinto al de su nacionalidad.  
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III.i. El nacional comunitario debe estar ejercitando una de las libertades 

que le confiere la movilidad por el territorio de los Estados miembros 

 La Directiva 2004/38/CE se aplica a cualquier ciudadano de la Unión que se 

traslade a, o resida en, un Estado miembro distinto del Estado de su nacionalidad, 

así como a los miembros de su familia. Sensu contrario, la Directiva no se aplica a los 

ciudadanos europeos que se encuentren en su Estado miembro de origen (es decir, 

que no se encuentren ejerciendo su libertad de circulación), ni tampoco a sus 

familiares. Al respecto, la sentencia del TJUE (Gran Sala) de 12 de marzo de 2014, S. 

C Minister voor Immigratie, Integratie en Asiel y Minister voor Immigratie, Integratie 

en Asiel c. G y O. c. Minister voor Immigratie, Integratie en Asiel y Minister voor 

Immigratie, Integratie en Asiel contra B. (asuntos C-457/12 y C-456/12), 

EU:C:2014:136, entre otras muchas, señaló que “(…) las disposiciones de la Directiva 

2004/38 sólo confieren un derecho de residencia propio en favor del ciudadano de 

la Unión y un derecho de residencia derivado en favor de los miembros de su familia 

cuando dicho ciudadano ejerce su derecho de libre circulación estableciéndose en 

un Estado miembro distinto del de su nacionalidad. Por lo tanto, las disposiciones 

de esta Directiva no pueden dar soporte a un derecho de residencia derivado en 

favor de los nacionales de terceros Estados, miembros de la familia de un ciudadano 

de la Unión, en el Estado miembro del que éste es nacional”.  

 Ahora bien, el TJUE ha reconocido, en determinados supuestos de existencia 

de una relación de dependencia especialmente intensa, el derecho de residencia de 

familiares de terceros Estados del titular del derecho originario cuando este no ha 

ejercido el derecho de libre circulación (por lo tanto, cuando el ciudadano de la 

Unión se encuentra en el Estado miembro de su nacionalidad). La Directiva 2004/38 

no se aplicaría a estos supuestos, pero el TJUE ha aplicado les ha aplicado el artículo 

20 del TFUE -que reconoce la ciudadanía europea- considerando que dicho precepto 

se opone a medidas nacionales que tengan por efecto privar a los ciudadanos de la 

Unión del disfrute efectivo de los derechos conferidos por su estatuto de ciudadano 

de la Unión.  

Esta posibilidad se ha utilizado, en particular, con ciudadanos europeos 

menores de edad que no han ejercido su libertad de circulación y sus familiares 
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nacionales de un tercer Estado. 

La primera ocasión en la que el Tribunal se pronunció al respecto fue en la 

sentencia de su Gran Sala de 8 de marzo de 2011, Gerardo Ruiz Zambrano c. Office 

National de l’emploi (ONEm) (asunto C-34/09), EU:C:2011:124. En ella reconoció el 

derecho de residencia de una persona, padre nacional de un tercer Estado 

(Colombia) de un niño con nacionalidad de un Estado de la Unión (Bélgica) que no 

había ejercido su derecho a la libertad de circulación como ciudadano comunitario 

(continuaba residiendo en Bélgica). El Tribunal estimó que la expulsión del padre 

tendría como consecuencia la privación al niño de sus derechos básicos ligados a su 

estatus de ciudadano comunitario. La resolución entendió que la Directiva 2004/38 

no resultaba de aplicación a este caso (ap. 39). El derecho de residencia del padre se 

reconoció en base a la exégesis realizada del artículo 20 TFUE. También se afirmó el 

derecho del progenitor a obtener un permiso de trabajo para no privar al menor del 

disfrute efectivo de la esencia de los derechos vinculados a su estatuto de ciudadanía 

europea. En asuntos posteriores, el TJUE ha confirmado la jurisprudencia de Ruiz 

Zambrano en casos similares, tanto para reconocer un derecho de residencia como 

un permiso de trabajo al familiar nacional de un tercer país [entre las más recientes 

la STJUE (Gran Sala) de 7 de septiembre de 2022, E.K. c. Staatssecretaris van Justitie 

en Veiligheid (asunto C-624/20), EU:C:2022:639]. 

  Ahora bien, es preciso advertir de que el apartamiento de la regla general 

exigida por la Directiva 2004/38/CE, consistente en la necesidad de que el 

ciudadano europeo haya ejercido previamente su libertad de residencia y 

circulación para reconocer el mismo derecho derivado a su familiar, nacional de un 

tercer Estado, se concibe como excepcional. Para el TJUE, existen situaciones 

específicas en las que, pese a no ser aplicable el Derecho secundario en materia de 

derecho de residencia de los nacionales de terceros países y pese a que el ciudadano 

de la Unión de que se trata no ha ejercido su libertad de circulación, 

excepcionalmente no cabe denegar un derecho de residencia a un nacional de un 

tercer país, miembro de la familia de dicho ciudadano, pues de hacerlo se vulneraría 

el efecto útil de la ciudadanía de la Unión de la que disfruta este último si, a 

consecuencia de dicha denegación, dicho ciudadano se viera obligado a abandonar 
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el territorio de la Unión en su conjunto, siendo privado del disfrute efectivo del 

contenido esencial de los derechos conferidos por ese estatuto [entre otras, STJUE 

(Sala Primera) de 25 de abril de 2024, NW y PQ contra Országos Idegenrendészeti 

Főigazgatóság y Miniszterelnöki Kabinetirodát vezető miniszter (asuntos 

acumulados C-420/22 y C-528/22), EU:C:2024:344; STJUE (Sala Cuarta) de 27 de 

abril de 2023, M. D. contra Országos Idegenrendészeti Főigazgatóság Budapesti és 

Pest Megyei Regionális Igazgatósága (asunto C-528/21), EU:C:2023:341, ap. 59; 

STJUE (Sala Primera) de 22 de junio de 2023, X c. Staatssecretaris van Justitie en 

Veiligheid (asunto C-459/20), EU:C:2023:499, ap. 26; STJUE (Gran Sala) de 7 de 

septiembre de 2022, E.K. c. Staatssecretaris van Justitie en Veiligheid (asunto C-

624/20), EU:C:2022:639; ap. 38; STJUE (Sala Quinta) de 27 de febrero de 2020, 

Subdelegación del Gobierno en Ciudad Real c. RH (asunto C-836/18), EU:C:2020:119, 

ap. 40; STJUE (Gran Sala) de 8 de mayo de 2018, K. A. y otros c. Belgische Staat (asunto 

C-82/16, EU:C:2018:308, ap. 51; STJUE (Sala Segunda) de 8 de mayo de 2013, 

Kreshnik Ymeraga y otros contra Ministre du Travail, de l’Emploi et de l’Immigration 

(asunto C-87/12), EU:C:2013:291, ap. 36].  

Por otro lado, el TJUE ha considerado que la relación de dependencia 

existente entre un menor, ciudadano europeo, y su progenitor, nacional de un tercer 

Estado, que podría llevar al menor a abandonar el territorio europeo si no se 

reconociera el derecho derivado correspondiente a su progenitor (o se le privara del 

derecho), no tiene un soporte exclusivamente económico o material. Así, el TJUE ha 

tomado en consideración, para medir la intensidad de dicha relación de 

dependencia entre el menor ciudadano europeo y el nacional del tercer país, 

circunstancias como la edad del menor, su desarrollo físico y emocional, la 

intensidad de su relación afectiva con el progenitor ciudadano de la Unión y con el 

progenitor nacional de un tercer país y el riesgo que separarlo de este entrañaría 

para el equilibrio del menor [STJUE (Gran Sala) de 10 de mayo de 2017, H.C. Chávez-

Vílchez y otros c. Raad van bestuur van de Sociale verzekeringsbank y otros (asunto C-

133/15), EU:C:2017:354, ap. 71]. 

Son los Estados miembros los que deben fijar las normas de aplicación del 

derecho de residencia derivado en los supuestos en los que existe dicha 



LIBERTAD DE CIRCULACIÓN Y DE RESIDENCIA EN LA JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA UNIÓN 

EUROPEA 

 

 

INTEGRACIÓN REGIONAL & DERECHOS HUMANOS, AÑO XIII, NÚMERO 2, 2025, PP. 140-191 
 

 

[155] 

dependencia y se ha de aplicar el artículo 20 del TFUE, siempre sin poner en peligro 

el efecto útil de dicho precepto. Al respecto hay que tener en cuenta que el derecho 

de residencia derivado que resulta del artículo 20 TFUE no es absoluto, puesto que 

los Estados miembros pueden negarse a concederlo en determinadas circunstancias 

específicas. El TJUE ha reconocido que los Estados miembros pueden establecer 

excepciones, bajo determinadas circunstancias, al derecho de residencia derivado 

que se deduce del artículo 20 del TFUE para el miembro de la familia de un 

ciudadano de la Unión con el que le une la relación de dependencia a la que ya se ha 

hecho referencia, con el fin de garantizar el mantenimiento del orden público o la 

salvaguardia de la seguridad pública o nacional [entre otras, STJUE (Sala Primera) 

de 25 de abril de 2024, NW y PQ contra Országos Idegenrendészeti Főigazgatóság y 

Miniszterelnöki Kabinetirodát vezető miniszter (asuntos acumulados C-420/22 y C-

528/22, EU:C:2024:344, ap. 76; STJUE (Sala Cuarta) de 27 de abril de 2023, M. D. c. 

Országos Idegenrendészeti Főigazgatóság Budapesti és Pest Megyei Regionális 

Igazgatósága (asunto C-528/21), EU:C:2023:341; STJUE (Sala Quinta) de 27 de 

febrero de 2020, Subdelegación del Gobierno en Ciudad Real c. RH (asunto C-836/18), 

EU:C:2020:119; STJUE (Gran Sala) de 13 de septiembre de 2016, Alfredo Rendón 

Marín c. Administración del Estado (asunto C-165/14), EU:C:2016:675; STJUE (Gran 

Sala) de 13 de septiembre de 2016, Secretary of State for the Home Department c. CS 

(asunto C-304/14), EU:C:2016:674]. La denegación del derecho de residencia 

sustentada en dichos motivos solo se puede derivar de una apreciación conjunta de 

las circunstancias concurrentes en el asunto, a la luz del principio de 

proporcionalidad, de los derechos fundamentales que garantiza el Tribunal de 

Justicia y, en eventualmente, del interés superior del hijo del nacional del tercer país 

de que se trate [STJUE (Sala Primera) de 25 de abril de 2024, NW y PQ contra 

Országos Idegenrendészeti Főigazgatóság y Miniszterelnöki Kabinetirodát vezető 

miniszter (asuntos acumulados C-420/22 y C-528/22, EU:C:2024:344, ap. 77; o 

STJUE (Sala Cuarta) de 5 de mayo de 2022, Subdelegación del Gobierno en Toledo c. 

XU y QP (asuntos acumulados C-451/19 y C-532/19), EU:C:2022:354 y 

jurisprudencia citada]. En todo caso, la denegación del derecho de residencia a un 

nacional de un tercer país, miembro de la familia de un ciudadano de la Unión, ha de 
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basarse en la existencia de una amenaza real, actual y suficientemente grave para el 

orden público o la seguridad pública [STJUE (Sala Quinta) de 27 de febrero de 2020, 

Subdelegación del Gobierno en Ciudad Real c. RH (asunto C-836/18), EU:C:2020:119, 

ap. 45]. 

En los casos de ciudadanos europeos mayores de edad, el TJUE ha sido mucho 

más restrictivo a la hora de considerar que existe de una relación de dependencia de 

intensidad que justifique la concesión de un permiso de residencia -o que prohíba 

retirar dicho permiso- como consecuencia de la aplicación del artículo 20 del TFUE. 

Según la sentencia del TJUE (Gran Sala) de 8 de mayo de 2018, K. A. y otros c. 

Belgische Staat (asunto C-82/16), EU:C:2018:308, ap. 76, “Cuando el ciudadano de 

la Unión sea mayor de edad, únicamente podrá considerarse que existe una relación 

de dependencia que pueda justificar la concesión al nacional de un tercer país de 

que se trate de un derecho de residencia derivado al amparado de dicho artículo [20 

del TFUE] en casos excepcionales en los que, habida cuenta del conjunto de 

circunstancias relevantes, la persona en cuestión no puede de ningún modo 

separarse del miembro de la familia del que es dependiente”. 

Así, el TJUE, en la sentencia de su Sala Tercera de 5 de mayo de 2011, Shirley 

McCarthy c. Secretary of State for the Home Department (asunto C-434/09), 

EU:C:2011:277, rechazó aplicar la solución del asunto Zambrano al supuesto de un 

matrimonio integrado por una ciudadana de la Unión y un nacional de un tercer 

Estado (obviando en este caso, se ha dicho, el trauma que supondría la separación 

de su marido). La ciudadana tenía la nacionalidad de dos Estados miembros (una de 

ellas, nacionalidad del Reino Unido), había vivido siempre en Reino Unido y, por 

tanto, no había ejercido su derecho a la libre circulación. Más recientemente, la 

STJUE (Sala Quinta) de 27 de febrero de 2020, Subdelegación del Gobierno en Ciudad 

Real c. RH (asunto C-836/18), EU:C:2020:119, ap. 48, al analizar el supuesto de una 

ciudadana europea mayor de edad (española), que no había ejercido su libertad de 

circulación y que estaba casada con un nacional de un tercer país (marroquí), se 

pronunció sobre si se encontraba en el caso de una relación de dependencia de tal 

intensidad que obligaba a la ciudadana europea a abandonar el territorio de la Unión 

si no se accedía a la solicitud de residencia de su marido aplicando el artículo 20 del 
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TFUE. El TJUE afirmó, en su ap. 56 y siguiendo su doctrina sentada en el asunto C-

82/16, que, “a diferencia de los menores de edad, y con mayor motivo cuando se 

trata de niños de corta edad, un adulto puede, en principio, llevar una existencia 

independiente de los miembros de su familia. De ahí se deduce que el 

reconocimiento entre dos adultos miembros de una misma familia de una relación 

de dependencia que pueda generar un derecho de residencia derivado al amparo del 

artículo 20 TFUE únicamente es posible en casos excepcionales en los que, habida 

cuenta del conjunto de circunstancias relevantes, la persona en cuestión no podría 

de ningún modo separarse del miembro de la familia del que es dependiente”. 

En cualquier caso, no se puede rechazar, aunque es más complicado, que, 

excepcionalmente, nos podamos encontrar ante una relación de dependencia entre 

personas mayores de edad de la intensidad requerida como para aplicar la 

jurisprudencia que el TJUE ha derivado del artículo 20 del TFUE.  

 

III.ii. El familiar debe tener un determinado vínculo (familiar) con el titular 

originario del derecho 

Para que se aplique la Directiva 2004/38 a los familiares nacionales de 

terceros Estados es imprescindible que vínculo familiar existente sea alguno de los 

siguientes: a) cónyuge; b) pareja con la que el ciudadano de la Unión ha celebrado 

una unión registrada, con arreglo a la legislación de un Estado miembro, si la 

legislación del Estado miembro de acogida otorga a las uniones registradas un trato 

equivalente a los matrimonios y de conformidad con las condiciones establecidas en 

la legislación aplicable del Estado miembro de acogida; c) descendientes directos 

menores de 21 años o a cargo del cónyuge o de la pareja definida en la letra b), y; d) 

ascendientes directos a cargo y los del cónyuge o de la pareja definida en la letra b).  

Como se ha señalado, uno de los principales problemas que encontramos en 

este ámbito es que el derecho de familia es competencia exclusiva de los Estados 

miembros y, en consecuencia, encontramos divergencias entre sus ordenamientos 

jurídicos en la definición de las nociones recogidas en la Directiva (cónyuge, pareja, 

descendiente a cargo) que dan lugar a diferencias de trato entre los ciudadanos 

europeos que pueden afectar de forma negativa a sus libertades de circulación y 
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residencia (LÓPEZ NIETO: 2025, 42). Pues bien, el TJUE se ha pronunciado en 

diversas ocasiones para interpretar dudas relacionadas con la existencia de estos 

vínculos familiares. Se expone, a continuación, solo alguna de la jurisprudencia más 

relevante de este tribunal sobre la materia. 

 

III.ii.a. El supuesto del cónyuge 

La ruptura del vínculo familiar en los casos de divorcio y sus consecuencias 

con respecto a los derechos derivados de ciudadano del tercer país ha sido objeto 

de pronunciamiento por parte del TJUE [así, en STJUE (Gran Sala) de 2 de 

septiembre de 2021, X c. État belge (asunto C-930/19), EU:C:2021:657; o en STJUE 

(Sala Primera) de 30 de junio de 2016, Secretary of State for the Home Department 

c. NA (asunto C-115/15), EU:C:2016:487; STJUE (Gran Sala) de 16 de julio de 2015, 

Kuldip Singh y otros c. Minister for Justice and Equality (asunto C-218/14), 

EU:C:2015:476].  

El Tribunal ha señalado que “Mientras el matrimonio persista, el cónyuge, 

nacional de un tercer país, conserva su condición de miembro de la familia del 

ciudadano de la Unión, tal como se define en el artículo 2, punto 2, de la Directiva 

2004/38, y disfruta, por ello, de un derecho de residencia derivado en el Estado 

miembro de acogida o, en su caso, en el Estado miembro del que el ciudadano de la 

Unión es nacional” [STJUE (Gran Sala) de 2 de septiembre de 2021, X c. État belge 

(asunto C-930/19), EU:C:2021:657, aps. 38-39; o en STJUE (Sala Primera) de 30 de 

junio de 2016, Secretary of State for the Home Department c. NA (asunto C-115/15), 

EU:C:2016:487, aps. 47 y 61]. Por consiguiente, en los casos de disolución del 

vínculo familiar, el ciudadano del tercer país puede ser privado del derecho de 

residencia que adquirió como derecho derivado en el marco de la Directiva 

2004/38. Ahora bien, el vínculo conyugal no puede considerarse disuelto hasta que 

lo declare así la autoridad competente y, por lo tanto, no habría disolución cuando 

los cónyuges simplemente viven separados, incluso aunque tengan la intención de 

divorciarse ulteriormente [STJ de 13 de febrero de 1985, Aissatou Diatta c. Land 

Berlin (asunto 267/83), EU:C:1985:67, ap. 20].  

Ahora bien, hay que tener en cuenta que el ciudadano del tercer país no puede 
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ser privado de su derecho de residencia adquirido como derecho derivado en el 

marco de la Directiva 2004/38 en determinados supuestos de disolución del vínculo 

matrimonial. En concreto, ello no es posible si concurren las circunstancias previstas 

en el artículo 13, apartado 2, de la norma6. Se trata, con ello, de ofrecer cierta 

protección jurídica a los nacionales de terceros países cuyo permiso de residencia 

está ligado al vínculo familiar representado por el matrimonio.  

Por otro lado, ha preocupado el uso fraudulento del Derecho de la Unión que 

se puede realizar a través de los denominados matrimonios de conveniencia. Al 

respecto, la sentencia del TJUE (Gran Sala) de 25 de julio de 2008, Blaise Baheten 

Metock y otros c. Minister for Justice, Equality and Law Reform (asunto C-127/08), 

EU:C:2008:449, ap. 75, señaló que “los Estados miembros pueden adoptar las 

medidas necesarias para denegar, extinguir o retirar cualquier derecho conferido 

por esta Directiva en caso de abuso de derecho o fraude, como los matrimonios de 

conveniencia, siempre que estas medidas sean proporcionadas y estén sujetas a las 

garantías procesales contempladas en la citada Directiva”. 

Por otra parte, el TJUE, en la sentencia de su Gran Sala de 5 de junio de 2018, 

 
6 El artículo 13, apartado 2, de la Directiva 2004/38 dispone: “Sin perjuicio de lo dispuesto en el 
párrafo segundo, el divorcio, la anulación del matrimonio o el fin de la unión registrada mencionada 
en la letra b) del punto 2 del artículo 2 no supondrá la pérdida del derecho de residencia de los 
miembros de la familia del ciudadano de la Unión que no tengan la nacionalidad de un Estado 
miembro: a) cuando el matrimonio o la unión registrada haya durado, hasta iniciarse el 
procedimiento judicial de divorcio o de anulación o finalizar la unión registrada mencionada en la 
letra b) del punto 2 del artículo 2, al menos tres años, de los cuales uno al menos en el Estado 
miembro de acogida, o  b) cuando la custodia de los hijos del ciudadano de la Unión hubiere sido 
confiada al cónyuge o a la pareja que no tenga la nacionalidad de un Estado miembro por mutuo 
acuerdo entre los cónyuges o la pareja mencionada en la letra b) del punto 2 del artículo 2 o por 
decisión judicial, o c) cuando así lo exigieran circunstancias especialmente difíciles, como, por 
ejemplo, haber sido víctima de violencia doméstica durante el matrimonio o la unión registrada, d) 
cuando, por mutuo acuerdo entre los cónyuges o las parejas mencionadas en la letra b) del punto 2 
del artículo 2 o por decisión judicial, el cónyuge o la pareja que no tenga la nacionalidad de un Estado 
miembro, tenga derecho a visitar al menor, siempre que el órgano judicial haya dispuesto que dicha 
visita tenga lugar en el Estado miembro de acogida, y por el período de tiempo que sea necesario. 
Antes de adquirir el derecho de residencia permanente, el derecho de residencia de los interesados 
seguirá estando sujeto al requisito de poder demostrar que son trabajadores por cuenta ajena o 
propia, o que disponen, para sí y para los miembros de su familia, de recursos suficientes para no 
convertirse durante su período de residencia en una carga para la asistencia social del Estado 
miembro de acogida, así como de un seguro de enfermedad que cubra todos los riesgos en el Estado 
miembro de acogida, o bien ser miembros de la familia, ya constituida en el Estado miembro de 
acogida, de una persona que cumpla estos requisitos. Los «recursos suficientes» serán los definidos 
en el apartado 4 del artículo 8. Dichos miembros de la familia seguirán conservando su derecho de 
residencia exclusivamente a título personal”. 
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Relu Adrian Coman y otros c. Inspectoratul General pentru Imigrări y Ministerul 

Afacerilor Interne (asunto C-673/16), EU:C:2018:385, consideró que el concepto 

“miembros de la familia” incluye al nacional de un tercer Estado del mismo sexo que 

el ciudadano de la Unión, que ha contraído matrimonio con este en un Estado 

miembro de conformidad con el Derecho de ese Estado. Se recuerda que el Sr. 

Coman, nacional rumano y estadounidense, y el Sr. Hamilton, nacional 

estadounidense, se conocieron en Nueva York en junio de 2002. Convivieron en 

dicha ciudad desde mayo de 2005 a mayo de 2009. Posteriormente, el Sr. Coman se 

estableció en Bruselas (Bélgica) para trabajar en el Parlamento Europeo como 

asistente parlamentario mientras que el Sr. Hamilton permaneció en Nueva York. Se 

casaron en Bruselas el 5 de noviembre de 2010. En marzo de 2012, el Sr. Coman dejó 

de trabajar en el Parlamento, aunque continuó viviendo en Bruselas, donde estuvo 

percibiendo una prestación por desempleo hasta enero de 2013. En diciembre de 

2012, los Sres. Coman y Hamilton se dirigieron a la Inspección para que se les 

informara del procedimiento y requisitos con arreglo a los cuales el Sr. Hamilton, 

nacional de un tercer Estado, podía, en calidad de miembro de la familia del Sr. 

Coman, obtener el derecho a residir legalmente en Rumanía por un periodo superior 

a tres meses. El 11 de enero de 2013 la Inspección les informó de que este último 

solo disfrutaba de un derecho de residencia de tres meses porque la normativa en 

Rumanía no reconocía el matrimonio entre personas del mismo sexo. Además, la 

prórroga del derecho de residencia temporal del Sr. Hamilton en Rumanía no podía 

concederse en concepto de reagrupación familiar. 

Según el Tribunal, “el concepto de “cónyuge” en el sentido de la Directiva 

2004/38 es neutro desde el punto de vista del género y puede, por tanto, incluir al 

cónyuge del mismo sexo del ciudadano de la Unión de que se trate” (ap. 35) y, en 

consecuencia, “un Estado miembro no puede invocar su Derecho nacional para 

oponerse al reconocimiento en su territorio, al objeto únicamente de conceder un 

derecho de residencia derivado a un nacional de un tercer Estado, del matrimonio 

contraído por este con un ciudadano de la Unión del mismo sexo en otro Estado 

miembro de conformidad con el Derecho de este último” (ap. 36). De manera más 

precisa, el Tribunal contestó la cuestión prejudicial planteada en los siguientes 
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términos: “(...) en una situación en la que un ciudadano de la Unión ha hecho uso de 

su libertad de circulación, desplazándose y residiendo de forma efectiva, de 

conformidad con los requisitos establecidos en el artículo 7, apartado 1, de la 

Directiva 2004/38, en un Estado miembro distinto de aquel del que es nacional, y ha 

desarrollado o consolidado en esas circunstancias una convivencia familiar con un 

nacional de un tercer Estado del mismo sexo, al que está unido por un matrimonio 

legalmente contraído en el Estado miembro de acogida, el artículo 21 TFUE, 

apartado 1, debe interpretarse en el sentido de que se opone a que las autoridades 

competentes del Estado miembro del que el ciudadano de la Unión es nacional 

denieguen la concesión de un derecho de residencia en el territorio de dicho Estado 

miembro al nacional de un tercer Estado debido a que el Derecho de ese Estado 

miembro no contempla el matrimonio entre personas del mismo sexo” (ap. 51). Ello 

contravendría el efecto útil de la Directiva 2004/38, pues podría disuadir al 

ciudadano europeo de ejercer su derecho a la libertad circulación, en concreto, para 

volver al Estado miembro de su nacionalidad que no reconoce el matrimonio 

homosexual y que, por ello, podría pretender no reconocer el derecho de residencia 

a su cónyuge del mismo sexo7.  

 

III.ii.b. Descendientes directos menores de 21 años o a cargo del cónyuge o 

la pareja definida en la letra b) y ascendientes directos a cargo y los del 

cónyuge o de la pareja definida en la letra b) 

El concepto “a cargo” es un concepto jurídico indeterminado que se utiliza 

como criterio determinante para poder conferir el derecho derivado. Su contenido 

 
7 Como señala López Nieto (2025: pp. 32-58), en el trabajo que se incluye en este mismo número de 
la revista, el asunto Coman se incardina dentro de una línea jurisprudencial consolidada en el seno 
del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (en adelante TEDH). Así, la sentencia del TEDH (Sala 
primera), de 30 de junio de 2016, Taddeucci y McCall c. Italia, demanda 51362/09, abordó la negativa 
de las autoridades italianas de conceder un permiso de residencia a la pareja neozelandesa del mismo 
sexo de un ciudadano europeo. Entendieron, estas autoridades, que su estatuto jurídico en Zelanda 
no podía extrapolarse en el Estado italiano, que únicamente los reconocía como una pareja de 
convivientes no casados. El TEDH concluyó que se encontraba ante una discriminación indirecta de 
las parejas homosexuales en Italia basada en la orientación sexual, lo cual vulneraba los artículos 8 y 
14 del Convenio Europeo de Derechos Humanos (en adelante CEDH). Por su parte, el TJUE ha 
entendido que, cuando la institución del matrimonio es inaccesible para las parejas del mismo sexo 
en un Estado miembro, la denegación de derechos vinculados a esta institución genera un trato 
discriminatorio incompatible con el CEDH y con el Derecho europeo (así en los asuntos Maruko y 
Römer), citando a ARIAS ALDARIZ & FUENTES GÓMEZ (2022).  
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ha sido delimitado por la jurisprudencia del TJUE. Esta jurisprudencia indica que 

estamos ante un miembro de la familia “a cargo” en una situación de hecho que se 

caracteriza porque el ciudadano comunitario que ejerció el derecho del libre 

circulación o su cónyuge garantizan los recursos necesarios para la subsistencia del 

miembro de la familia, que la necesidad de apoyo material debe darse en el Estado 

de origen o de procedencia de dicho ascendiente en el momento en el que solicitan 

establecerse con el ciudadano comunitario y que no es necesario determinar las 

razones de la necesidad de ese mantenimiento ni preguntarse si el interesado está 

en condiciones de atender a sus necesidades mediante el ejercicio de una actividad 

remunerada. También ha establecido que la calidad de miembro de la familia a cargo 

no supone un derecho de alimentos [STJUE de 9 de enero de 2007, Yunying Jia c. 

Migrationsverket (asunto C-1/05), EU:C:2007:1].  

En otro orden de asuntos, la sentencia del TJUE (Sala Cuarta) de 26 de marzo 

de 2019, S.M. C. Entry Clearance Officer, UK Visa Section (asunto C-129/18), 

EU:C:2019:248, concluyó que “el concepto de “descendiente directo” de ciudadano 

de la Unión que figura en el artículo 2, punto 2, letra c), de la Directiva 2004/38, debe 

interpretarse en el sentido de que no incluye a una menor que se halla bajo la tutela 

legal permanente de un ciudadano de la Unión con arreglo a la institución de la 

“kafala” argelina, puesto que dicho régimen no crea un vínculo de filiación entre 

ellos”. No obstante ello, el Tribunal también afirmó que “incumbe a las autoridades 

nacionales competentes facilitar la entrada y residencia de dicha menor como “otro 

miembro de la familia” de un ciudadano de la Unión, de conformidad con el artículo 

3, apartado 2, letra a) de la misma Directiva, interpretando este a la luz de los 

artículos 7 y 24, apartado 2, de la Carta, a través de una operación equilibrada y 

razonable del conjunto de circunstancias actuales y pertinentes en el presente 

asunto que tenga en cuenta todos los intereses en juego y en especial el interés 

superior de la menor afectada. En caso de que, tras dicha apreciación, se demuestre 

que, en circunstancias normales, la menor y su tutor (que es ciudadano de la Unión) 

llevarán una vida familiar efectiva y que la menor depende de su tutor, las exigencias 

vinculadas al derecho fundamental al respeto de la vida familiar, junto con la 

obligación de tener en cuenta el interés superior de la menor, en principio, 
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requerirán que se otorgue a esta el derecho de entrada y residencia al objeto de 

permitir que viva con su tutor en el Estado miembro de acogida de este” (ap. 73). 

 

III.ii.c. Posibilidad de extender los beneficios de la Directiva 2004/38 a 

otros familiares/personas nacionales de un tercer Estado 

En principio, la Directiva 2004/38 no se aplica cuando se trata de cualquier 

otro familiar diferente de aquellos mencionados en su artículo 2, punto 2. Ahora 

bien, el artículo 3, apartado segundo, de la misma norma, establece que “(…) el 

Estado miembro de acogida facilitará, de conformidad con su legislación nacional, 

la entrada y la residencia de las siguientes personas: a) cualquier otro miembro de 

la familia, sea cual fuere su nacionalidad, que no entre en la definición del punto 2 

del artículo 2 que, en el país de procedencia, esté a cargo o viva con el ciudadano 

de la Unión beneficiario del derecho de residencia con carácter principal, o en caso 

de que, por motivos graves de salud, sea estrictamente necesario que el ciudadano 

de la Unión se haga cargo del cuidado personal del miembro de la familiar; b) la 

pareja con la que el ciudadano de la Unión mantiene una relación estable, 

debidamente probada. El Estado miembro de acogida estudiará detenidamente las 

circunstancias personales y justificará toda denegación de entrada o residencia a 

dichas personas”.  

Sobre el artículo 3, apartado 2, de la Directiva 2004/38, la sentencia del 

TJUE (Gran Sala) de 5 de septiembre de 2012, Secretary of State for the Home 

Department c. Muhammad Sazzadur Rahman y otros (asunto C-83/11), señaló que 

“(…) el artículo 3, apartado 2, de la Directiva 2004/38 debe interpretarse en el 

sentido de que: 

• los Estados miembros no están obligados a acoger todas las solicitudes de 

entrada o de residencia presentadas por los miembros de la familia de un 

ciudadano de la Unión que no estén comprendidos en la definición del 

artículo 2, punto 2, de la citada Directiva, aunque demuestren, de 

conformidad con el artículo 10, apartado 2, de esta, que están a cargo de 

dicho ciudadano; 

• no obstante, incumbe a los Estados miembros velar por que su legislación 
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contenga criterios que permitan a las referidas personas obtener una 

decisión sobre su solicitud de entrada y de residencia que esté basada en 

un estudio detenido de su situación personal y que, en caso de denegación, 

esté motivada; 

• los Estados miembros disponen de un amplio margen de apreciación en lo 

que respecta a la elección de los referidos criterios, que, no obstante, han 

de ser conformes con el sentido habitual del término “facilitará” y con los 

términos relativos a la dependencia empleados en el citado artículo 3, 

apartado 2, y no deben privar a dicha disposición de su efecto útil, y 

• todo solicitante tiene el derecho de que un órgano jurisdiccional 

compruebe si la normativa nacional y la aplicación de ésta cumplen esos 

requisitos (ap. 26). 

Es decir, como afirmara con posterioridad el Abogado General Sr. Bobek, en 

las Conclusiones presentadas el 10 de abril de 2008, Secretary of State for the Home 

Department (asunto C-89/17), EU:C:2018:225, ap. 51, el “régimen de facilitación” 

del artículo 3, apartado 2, de la Directiva 2004/38, aplicable a los miembros de la 

familia extensa, implica: (i) la ausencia de un derecho automático de entrada y de 

residencia; (ii) la obligación de establecer un régimen de facilitación con arreglo al 

Derecho nacional, para lo cual los Estados miembros disfrutan de un margen de 

apreciación, y; (iii) que tal margen de apreciación no es ilimitado.  

En principio, los descendientes directos a cargo mayores de veintiún años no 

son familiares de terceros Estados del ciudadano europeo a los que la Directiva 

2004/38 confiera los derechos de circulación y residencia. Sin embargo, es uno de 

los supuestos para los que los Estados miembros pueden activar el “régimen de 

facilitación” del artículo 3, apartado 2, de la Directiva 2004/38. La sentencia del TJUE 

(Sala Cuarta) de 16 de enero de 2014, Flora May Reyes c. Migrationsverket (asunto 

C-423/12), EU:C:2014:16, sostuvo que “(…) para que un descendiente directo mayor 

de 21 años de un ciudadano de la Unión pueda considerarse “a cargo” de éste, en el 

sentido del artículo 2, número 2, letra c), de la Directiva 2004/38, debe probarse que 

existe una situación de dependencia real (…)” y que “esta dependencia resulta de 

una situación de hecho que se caracteriza porque el ciudadano de la Unión que 
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ejerció el derecho de libre circulación o su cónyuge garantizan el apoyo material del 

miembro de la familia (…)” (ap. 21). Esta situación de dependencia debe existir en el 

país de procedencia del miembro de la familia de que se trate en el momento en el 

que solicita establecerse con el ciudadano de la Unión del que está a cargo (ap. 30). 

De manera más precisa en este caso, el Tribunal consideró que cuando un ciudadano 

de la Unión procede regularmente, durante un periodo de tiempo considerable, al 

pago de una cantidad de dinero al descendiente, necesaria para que este cubra sus 

necesidades básicas en el Estado de origen, la situación de dependencia real entre el 

descendiente y el ciudadano europeo queda probada. El Tribunal afirmó, asimismo, 

que, en tales circunstancias, no podía exigirse a dicho descendiente que demostrara 

haber intentado conseguir un empleo, una ayuda de subsistencia de las autoridades 

en su país de origen y/o alguna otra forma de subsistencia, sin lograrlo. Y ello porque 

la exigencia de dicha demostración adicional podía dificultar excesivamente el 

ejercicio por parte del descendiente del derecho de residencia en el Estado miembro 

de acogida (aps. 20-28). Y, al asunto concreto planteado, respondió que “el artículo 

2, número 2, letra c), de la Directiva 2004/38 debe interpretarse en el sentido de 

que el hecho de que un miembro de la familia —en razón de circunstancias 

personales como la edad, la formación y la salud— tenga buenas perspectivas de 

encontrar un empleo y tenga, además, la intención de trabajar en el Estado 

miembro de acogida no incide en la interpretación del requisito de estar “a cargo” 

establecido en dicha disposición” (ap. 33). Es decir, las circunstancias concretas que 

explican la situación de dependencia no resultan determinantes para apreciarla 

(López Nieto, 2025: pp. 32-58). 

Más recientemente, la sentencia del TJUE (Sala Tercera) de 15 de septiembre 

de 2022, ARS y AA c. Minister for Justice and Equality (asunto C-22/21), 

EU:C:2022:683, ha recordado que los “otros miembros de la familia” a los que se 

refiere el artículo 3, apartado 2, letra a) de la Directiva 2004/38, no disfrutan de un 

derecho de entrada y residencia en el Estado miembro de acogida de dicho 

ciudadano, sino de una posibilidad de que se les conceda tal derecho “teniendo en 

cuenta su relación con el ciudadano de la Unión o cualquier otra circunstancia, tales 

como la dependencia financiera o física del ciudadano de la Unión” (considerando 6 
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de la Directiva 2004/83). Eso sí, el artículo 3, apartado 2, último párrafo de la misma 

norma contempla garantías procesales también en estos supuestos, pues establece 

que “El Estado miembro de acogida estudiará detenidamente las circunstancias 

personales y justificará toda denegación de entrada o residencia a dichas personas”. 

Este caso concreto dio además la oportunidad al TJUE de concluir, en el apartado 26, 

que “(…) para que pueda considerarse que «otro miembro de la familia» vive, en el 

sentido del artículo 3, apartado 2, párrafo primero, letra a), de la Directiva 2004/38, 

con el ciudadano de la Unión beneficiario del derecho de residencia en el Estado 

miembro de acogida, debe aportar la prueba de la existencia de un vínculo personal 

estrecho y estable con ese ciudadano que acredite una situación de dependencia real 

entre ambas personas y el hecho de compartir una convivencia doméstica que no se 

ha provocado con el objetivo de obtener la entrada y la residencia en ese Estado 

miembro (véase, en ese sentido, la sentencia de 5 de septiembre de 2012, Rahman y 

otros, C-83/11, EU:C:2012:519, apartado 38)”. En definitiva, según el Tribunal, “el 

artículo 3, apartado 2, párrafo primero, letra a), de la Directiva 2004/38 debe 

interpretarse en el sentido de que el concepto de «cualquier otro miembro de la 

familia que viva con el ciudadano de la Unión beneficiario del derecho de residencia 

con carácter principal», al que se refiere esta disposición, designa a las personas que 

mantienen con ese ciudadano una relación de dependencia, basada en vínculos 

personales estrechos y estables, creados en el seno de una misma unidad familiar, 

en el marco de una convivencia doméstica que va más allá de una mera cohabitación 

temporal, determinada por razones de simple conveniencia” (ap. 30). 

 

III.iii. El régimen comunitario solo se aplica al familiar del tercer Estado 

cuando acompañe o se reúna con el titular del derecho originario 

El régimen comunitario solo es aplicable al familiar del tercer Estado cuando 

acompañe o se reúna con el titular del derecho originario del derecho de libre 

circulación (no sería aplicable, por ejemplo, en el caso de un matrimonio entre un 

cubano y una española cuando el cubano únicamente pretende residir en España). 

En todo caso, el Tribunal de Justicia ha realizado una interpretación extensiva 

de los términos “que acompañen” o “se reúnan” que utiliza la Directiva 2004/38 para 

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/AUTO/?uri=ecli:ECLI%3AEU%3AC%3A2012%3A519&locale=es
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=ecli:ECLI%3AEU%3AC%3A2012%3A519
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/HTML/?uri=ecli:ECLI%3AEU%3AC%3A2012%3A519&anchor=#point38
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garantizar efectivamente el derecho a la libre circulación y residencia del titular del 

derecho originario. En este sentido, la STJUE (Gran Sala), de 15 de julio de 2008, 

Blaise Baheten Metock y otros c. Minister for Justice, Equality and Law Reform irlandés 

(asunto C-127/08), EU:C:2008:449, señalaba que “dada la necesidad de no 

interpretar las disposiciones de la Directiva 2004/38 de manera restrictiva y de 

privarles de su efecto útil, debe interpretarse que los términos “los ciudadanos de 

[la] familia [de un ciudadano de la Unión] que le acompañen”, que figuran en el 

artículo 3, apartado 1, de la citada Directiva, hacen referencia al mismo tiempo a los 

miembros de la familia de un ciudadano de la Unión que entraron con éste en el 

Estado miembro de acogida y a aquellos que residan con él en ese Estado miembro, 

sin que sea necesario, en este segundo caso, distinguir en función de que los 

nacionales de un país tercero hayan entrado en dicho Estado antes o después que el 

ciudadano de la Unión, o antes o después de que se hayan convertido en miembro 

de su familia”; “La aplicación de la Directiva 2004/38 sólo a los miembros de la 

familia de un ciudadano de la Unión que “acompañen” o “se reúnan” con éste 

equivale de este modo a limitar los derechos de entrada y de residencia de los 

miembros de la familia de un ciudadano de la Unión al Estado miembro en el que 

éste reside” (aps. 93-94). Esta misma resolución estableció, asimismo, que: “(…) la 

Directiva 2004/38 se opone a la normativa de un Estado miembro que exige al 

nacional de un país tercero, cónyuge de un ciudadano de la Unión que reside en 

ese Estado miembro del que no tiene la nacionalidad, una residencia legal previa 

en otro Estado miembro antes de su entrada en el Estado miembro de acogida 

para poder acogerse a las disposiciones de esa Directiva” (ap. 80). 

 

IV. El Principio de No Discriminación por razón de la Nacionalidad 

La doctrina ha señalado que la libertad de circulación, en cualquier contexto 

(nacional o supranacional), es un derecho fundamental transversal, en el sentido de 

que el ejercicio de la libertad de circulación es una norma puente para ejercer plena 

y eficazmente otros derechos fundamentales y, si se limita, se limita el acceso a esos 

otros derechos fundamentales. Y, viceversa, si se limita el disfrute de determinados 

derechos fundamentales, se limita también de forma indirecta la libertad de 
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circulación (por poner un ejemplo, esta libertad está indisolublemente unida al 

respeto a la vida familiar del artículo 7 de la CDFUE) (LÓPEZ NIETO, 2025: pp. 32-58). 

En efecto, para que los ciudadanos europeos puedan ejercer libremente su 

libertad de circulación y residencia en territorio europeo es preciso que reciban, en 

principio, el mismo trato que reciben los nacionales del Estado miembro en el que, 

sin ser nacionales, deseen residir o por el que pretendan circular. Por tanto, los 

Estados miembros no pueden recurrir a tratos normativos diferenciados -por 

ejemplo, en materia sanitaria, de educación, prestaciones sociales…- en función de 

si se es nacional o ciudadano europeo en el Estado miembro, aplicando al segundo 

un trato desfavorable respecto del primero, sin justificación y con el único objeto de 

disuadirle del ejercicio del derecho de circulación y residencia en territorio europeo 

que le garantiza el Derecho originario de la Unión. En tales casos, se produciría una 

discriminación por razón de nacionalidad proscrita a nivel comunitario. Ello no 

quiere decir que no quepa la diferenciación; lo que no cabe es la diferenciación 

discriminatoria, esto es, la diferenciación injustificada e injustificable. 

El principio de no discriminación en el ámbito de las libertades de circulación 

y residencia se concreta en el artículo 24 de la Directiva 2004/38. Este precepto 

dispone: “1. Con sujeción a las disposiciones específicas expresamente establecidas 

en el Tratado y el Derecho derivado, todos los ciudadanos de la Unión que residan 

en el Estado miembro de acogida en base a la presente Directiva gozarán de igualdad 

de trato respecto de los nacionales de dicho Estado en el ámbito de aplicación del 

Tratado. El beneficio de este derecho se extenderá a los miembros de la familia que 

no tengan la nacionalidad de un Estado miembro, beneficiarios del derecho de 

residencia o del derecho de residencia permanente. 2. No obstante lo dispuesto en 

el apartado 1, durante los primeros tres meses de residencia o, si procede, el período 

más largo establecido en la letra b) del apartado 4 del artículo 14, el Estado miembro 

de acogida no estará obligado a conceder el derecho a prestaciones de asistencia 

social, ni estará obligado, antes de la adquisición del derecho de residencia 

permanente, a conceder ayudas de manutención consistentes en becas o préstamos 

de estudios, incluidos los de formación profesional, a personas que no sean 

trabajadores por cuenta ajena o propia, personas que mantengan dicho estatuto o 
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miembros de sus familias”.  

Muchos de los pronunciamientos del TJUE se han dirimido conectando la 

libertad de circulación y residencia con el principio de no discriminación por razón 

de la nacionalidad (arts. 21.2 TUE y 18 TFUE).  

Refiriéndonos ahora solo a algún ejemplo más reciente (otros ejemplos en 

CRESPO NAVARRO, 2007), la sentencia del STJUE (Gran Sala) de 15 de julio de 2021, 

CG c. The Department for Communities in Northern Ireland (asunto C-709/20), 

EU:C:2021:602, resolvió un caso en el que se había denegado a una ciudadana 

europea que había ejercido su derecho de circulación y se encontraba en un Estado 

miembro del que no era nacional una prestación de asistencia social, denominada 

crédito universal (una prestación de subsistencia en metálico). En este caso, se 

trataba de una mujer, madre de dos menores de corta edad, que carecía de recursos 

para cubrir sus necesidades y las de sus hijos, y que se encontraba aislada por haber 

escapado de una pareja violenta. 

El Tribunal, aplicando el artículo 24, apartado 2, de la Directiva 2004/38, 

sostuvo que “El artículo 24 de la Directiva 2004/38 debe interpretarse en el 

sentido de que no se opone a que la normativa de un Estado miembro de acogida 

que excluye del beneficio de prestaciones de asistencia social a los ciudadanos de 

la Unión económicamente inactivos y que no disponen de recursos suficientes a los 

que dicho Estado miembro ha concedido un derecho de residencia temporal, 

cuando tales prestaciones están garantizadas a los nacionales del Estado miembro 

en cuestión que se encuentran en la misma situación”. Ahora bien, la misma 

sentencia sostuvo que “cuando un ciudadano de la Unión resida legalmente, en 

virtud del Derecho nacional, en el territorio de un Estado miembro distinto del de 

su nacionalidad, las autoridades nacionales competentes para conceder 

prestaciones de asistencia social deberán comprobar que la negativa a conceder 

tales prestaciones sobre la base de dicha normativa no expone al ciudadano en 

cuestión y a sus hijos a cargo a un riesgo concreto y actual de vulneración de sus 

derechos fundamentales consagrados en los artículos 1, 7 y 24 de la Carta. Cuando 

dicho ciudadano carezca de recursos para cubrir sus necesidades y las de sus hijos 

y se encuentre aislado, estas autoridades deben asegurarse de que, en caso de que 
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se les denieguen las prestaciones de asistencia social, dicho ciudadano podría vivir 

no obstante con sus hijos en condiciones dignas. En el marco de este examen, 

dichas autoridades pueden tener en cuenta el conjunto de mecanismos de apoyo 

establecidos por el Derecho nacional de que pueden beneficiarse efectivamente el 

ciudadano afectado y sus hijos” (ap. 93).  En definitiva, las autoridades nacionales 

competentes únicamente pueden denegar una prestación de asistencia social -en 

este caso se trataba del crédito universal- tras comprobar que dicha denegación no 

expone el ciudadano o ciudadanía europea en cuestión, ni a sus hijos a cargo, a un 

riesgo concreto y actual de vulneración de sus derechos fundamentales 

consagrados en los artículos 1, 7 y 24 de la Carta. 

Por otra parte, la sentencia del TJUE (Sala Tercera) de 26 de febrero de 2015, 

B. Martens c. Miniser van Onderwijs, Cultuur en Wetenschap, (asunto C-359/13), 

EU:C:2015:118, se ocupó de un supuesto en el que los Países Bajos limitaban la 

financiación de estudios completos en el extranjero a los estudiantes que 

mostraran estar suficientemente integrados en el país exigiendo, para ello, haber 

vivido en el mismo durante un periodo de al menos tres de los últimos seis años 

anteriores a su formación en el extranjero. Según el Tribunal dicha restricción solo 

podía entenderse justificada conforme al Derecho de la Unión si se basaba en 

consideraciones objetivas de interés general, independientes de la nacionalidad 

de las personas afectadas y fuera proporcionada al objetivo legítimamente 

perseguido por el Derecho nacional, es decir, si no fuera más allá de lo que resulta 

necesario para alcanzarlo. Para el Tribunal, una normativa como la controvertida 

en este litigio, que establecía un requisito de “tres años de seis”, creaba una 

restricción demasiado excluyente ya que no permitía tener en cuenta otros 

vínculos que podían unir al estudiante con el Estado miembro que abona la 

prestación, tales como la nacionalidad del estudiante, su escolarización, su familia, 

su empleo, sus conocimientos lingüísticos o la existencia de otros vínculos 

sociales o económicos, o incluso su dependencia de los miembros de la familia. 

También consideró que se trataba de un requisito demasiado aleatorio al atribuir 

indebidamente prioridad a un elemento que no es necesariamente representativo 

del grado de integración del solicitante en el Estado miembro de que se trata. Por 



LIBERTAD DE CIRCULACIÓN Y DE RESIDENCIA EN LA JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA UNIÓN 

EUROPEA 

 

 

INTEGRACIÓN REGIONAL & DERECHOS HUMANOS, AÑO XIII, NÚMERO 2, 2025, PP. 140-191 
 

 

[171] 

tanto, consideró la normativa nacional controvertida en el litigio principal como 

no proporcionada a dicho objetivo de integración (ap. 43). 

 

V. Los Límites en el Ejercicio del Derecho a la Libertad de Circulación y 

Residencia 

El ejercicio de los derechos de circulación y residencia puede ser sometido 

a límites (los derechos fundamentales no son absolutos). El artículo 52 de la 

CDFUE dispone que cualquier limitación al ejercicio de los derechos y libertades 

debe ser establecida por ley y respetar el contenido esencial y el principio de 

proporcionalidad. El artículo 21.1 TFUE establece que “Todo ciudadano de la Unión 

tendrá derecho a circular y residir libremente en el territorio de los Estados 

miembros con sujeción a las limitaciones y condiciones previstas en los Tratados 

y en las disposiciones adoptadas para su aplicación”. El TJUE ha entendido que 

estamos ante limitaciones de la libre circulación de los ciudadanos de la Unión y 

de los miembros de sus familias en el caso de todas aquellas medidas que prohíban, 

obstaculicen o hagan menos interesante el ejercicio de dicha libertad. Entre las 

últimas, la STJUE (Gran Sala) de 5 de diciembre de 2023, Nordic Info BV c. Belgische 

Staat (asunto C-128/22), EU:C:2023:951, ap. 58]. Y, con una formulación de 

carácter general, reitera que el estatuto de ciudadanía de la Unión impone una 

interpretación particularmente restrictiva cuando se trata de excepciones a la 

libertad de circulación y residencia. Por su parte, el artículo 1 de la Directiva 

2004/38 dispone que uno de sus objetos de regulación son las limitaciones a los 

derechos reconocidos en la misma y su Capítulo VI establece que la libertad de 

circulación y residencia se puede ver limitada por razones de orden público, 

seguridad o salud pública.  

La sentencia del TJUE (Gran Sala) de 5 de diciembre de 2023, Nordic Info BV 

c. Belgische Staat (asunto C-128/22), EU:C:2023:951, sobre limitación de la 

libertad de circulación por razones de salud pública en el contexto de la pandemia 

de COVID-19, dio la oportunidad al Tribunal de precisar más las condiciones y 

garantías que deben respetar las medidas que se adoptan aplicando la Directiva 

2004/38 y que limitan la libre circulación por razones de orden público, seguridad 
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pública o salud pública. El Tribunal afirmó que estas medidas, primero, deben 

respetar el principio de seguridad jurídica, que exige que las normas jurídicas sean 

claras y precisas y que su aplicación sea previsible para los justiciables, para que los 

interesados puedan conocer con exactitud el alcance de las obligaciones que les 

impone la normativa de que se trate y que estos puedan conocer sin ambigüedad 

sus derechos y obligaciones y adoptar las medidas oportunas en consecuencia; 

segundo, deben atenerse al principio general del Derecho de la Unión relativo a una 

buena administración, que determina, entre otras cosas, la obligación de motivar los 

actos y decisiones de las autoridades nacionales, y; tercero, de conformidad con el 

artículo 51, apartado 1, de la CDFUE, deben observar el derecho a la tutela judicial 

efectiva consagrado en el artículo 47, párrafo primero, también de la CDFUE, que 

recoge, entre otros, el derecho a acceder a un tribunal competente para asegurar el 

respeto de los derechos garantizados por el Derecho de la Unión (aps. 69-70). 

Ahora bien, solo cabe establecer límites que, ya se ha adelantado, no 

constituyan una discriminación por razón de la nacionalidad, que vengan 

justificados atendiendo a la finalidad pretendida y que resulten proporcionados. 

Con más detalle, la STJUE (Gran Sala) de 21 de junio de 2022, Ligue des droits 

humains ASBL c. Conseil des ministres (asunto C-817/19), EU:C:2022:491, señaló que 

“(…) una restricción a la libre circulación de las personas solo puede justificarse si 

se basa en consideraciones objetivas y es proporcionada al objetivo legítimamente 

perseguido por el Derecho nacional. Una medida es proporcionada cuando, siendo 

adecuada para la realización del objetivo perseguido, no vaya más allá de lo 

necesario para alcanzarlo (…)” (280). En la sentencia del asunto C-128/22, el TJUE, 

con más precisión, recordaba que el principio de proporcionalidad constituye un 

principio general del Derecho de la Unión que vincula a los Estados miembros 

cuando aplican un acto de la Unión y que la exigencia de proporcionalidad obliga a 

comprobar que las medidas adoptadas son, en primer lugar, adecuadas para lograr 

el interés general perseguido consistente en la protección de la salud pública; en 

segundo lugar, que se limitan a lo estrictamente necesario, en el sentido de que ese 

objetivo no puede alcanzarse razonablemente de manera igualmente eficaz por 

otros medios menos atentatorios contra los derechos y las libertades garantizadas 
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a las personas afectadas, y; en tercer lugar, que no son desproporcionadas en 

relación con ese objetivo, lo que implica, en particular, una ponderación de la 

importancia entre este último y la gravedad de la injerencia en esos derechos y 

libertades.  

Por otro lado, volviendo al asunto C-817/19, el TJUE añadía que “una medida 

nacional que pueda obstaculizar el ejercicio de la libre circulación de las personas 

solo puede justificarse si es conforme con los derechos fundamentales garantizados 

por la Carta, cuyo respeto garantiza el Tribunal de Justicia (…)” (ap. 281). “En 

particular, (…) no puede perseguirse un objetivo de interés general sin tener en 

cuenta que debe conciliarse con los derechos fundamentales afectados por la 

medida, efectuando una ponderación equilibrada entre, por una parte, el objetivo de 

interés general y, por otra parte, los intereses y derechos de que se trate. A este 

respecto, la posibilidad de que los Estados miembros justifiquen una limitación del 

derecho fundamental garantizado en el artículo 45, apartado 1, de la Carta debe 

apreciarse sopesando la gravedad de la injerencia que supone esa limitación y 

comprobando que la importancia del objetivo de interés general perseguido por 

dicha limitación guarde relación con tal gravedad” (ap. 282).  

Es preciso recordar, por otra parte, que un ciudadano de un Estado miembro 

puede invocar sus derechos como ciudadano europeo, entre ellos el derecho a la 

libre circulación y residencia, también contra el Estado de su nacionalidad y, en 

efecto, el TJUE se ha tenido que pronunciar sobre limitaciones que un Estado 

miembro impone a sus propios nacionales en el ejercicio del derecho a la libre 

circulación. Como la doctrina ha indicado, este derecho se puede invocar respecto 

del Estado de su nacionalidad porque las facilidades concedidas por el Tratado en 

materia de libertad y circulación no podrían producir efectos si mediante una 

normativa nacional restrictiva se pudiera disuadir a un nacional de un Estado 

miembro de no hacer uso de aquellas, mediante el establecimiento de obstáculos 

a su regreso al país de origen [STJ de 11 de julio de 2002, Marie-Nathalie D’Hoop c. 

Office national de l’emploi, asunto C-224/98, EU:C:2002:432, aps. 30-31; STJ (Sala 

Quinta) de 29 de abril de 2004, Heikki Antero Pusa c. Osuuspankkien Keskinäinen 

Vakuutusyntiö, asunto C-224/02, EU:C:2004:273, ap. 19; STJ (Gran Sala) de 18 de 
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julio de 2006, Gérald De Cuyper c. Office national de l’emploi, asunto C-406/04, 

EU:C:2024:491, ap. 39; STJ (Gran Sala) de 11 de septiembre de 2007, Herbert 

Schwarz y Marga Gootjes-Schwarz c. Finanzams Bergisch Gladbach, asunto C-76/05, 

EU:C:2005:492, ap. 89; o STJ (Sala Segunda) de 26 de octubre de 2006, K. Tas-

Hagen y R.A. Tas c. Raadskamer WUBO van de Pensionen Uitkeringsraad (asunto C-

192/05), EU:C:2005:676, ap. 30-31]. 

El TJUE, en unas ocasiones, ha resuelto asuntos en los que el Estado 

miembro ha impuesto a sus nacionales límites para el ejercicio al derecho a la libre 

circulación antes de ejercerlo [así, en la STJ de 15 de diciembre de 1995, Union 

royale belge des sociétés de football association ASBL c. Jean-Marc Bosman, Royal 

club liégeois SA c. Jean-Marc Bosman y otros y Union des associations européennes 

de footbal (UEFA) c. Jean-Marc Bosman (asunto C-415/93), EU:C:1995:463]. En 

otras, la acción del Estado miembro sobre sus propios nacionales, afectando a su 

libertad de circulación, ha tenido lugar cuando el nacional ya ha ejercido su 

derecho de circulación [así, en la STJUE (Sala Primera) de 22 de febrero de 2024, 

WA c. Direcţia pentru Evidenţa Persoanelor şi Administrarea Bazelor de Date din 

Ministerul Afacerilor Interne (asunto C-491/21), EU:C:2024:143; o en el ATJUE (Sala 

Décima) de 24 de junio de 2022, Rzecznik Praw Obywaltenskich (asunto C-2/21), 

EU:C:2022:502].  

La STJ de 15 de diciembre de 1995, Union royale belge des sociétés de football 

association ASBL c. Jean-Marc Bosman, Royal club liégeois SA c. Jean-Marc Bosman y 

otros y Union des associations européennes de footbal (UEFA) c. Jean-Marc Bosman 

(asunto C-415/93), EU:C:1995:463, resolvió un caso en el que el Estado miembro, 

a través de la norma aplicable al caso, impedía el ejercicio de la libertad de 

circulación a sus propios trabajadores nacionales. Bosman era un jugador de fútbol 

profesional de nacionalidad belga que jugaba en un club belga de primera división. 

Tras dos años de contrato, el club le propuso un nuevo contrato con una rebaja 

sustancial del sueldo y el jugador se negó a firmar. La normativa de la federación 

belga de fútbol entonces vigente asignaba al club un derecho de retención una vez 

finalizado el contrato que el club finalmente aplicó impidiendo al jugador 

comenzar a jugar con un club francés. El Tribunal concluyó que la normativa que 
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generaba un derecho de retención a favor del club belga constituía un obstáculo a 

la libre circulación de trabajadores, siendo irrelevante que se aplicara con 

independencia de la nacionalidad del trabajador. Según el juez europeo, solo 

podían admitirse algunas limitaciones a la libre circulación si encajaban en alguna 

de las restricciones previstas expresamente en los Tratados o si, de la 

interpretación sistemática del Derecho de la Unión, resultaba que habían de ser 

reconocidas como “condiciones mandatorias imperiosas”. 

Por su parte, la STJUE (Sala Primera) de 22 de febrero de 2024, WA c. 

Direcţia pentru Evidenţa Persoanelor şi Administrarea Bazelor de Date din Ministerul 

Afacerilor Interne (asunto C-491/21), EU:C:2024:143, concluyó que el artículo 21 

del TFUE y el artículo 45, apartado 1, de la CDFUE, en relación con el artículo 4, 

apartado 3, de la Directiva 2004/38/CE, debían interpretarse en el sentido de que 

“se oponen a una normativa de un Estado miembro en virtud de la cual se deniega a 

un ciudadano de la Unión Europea, nacional de ese Estado miembro que ha ejercido 

su derecho de libre circulación y residencia en otro Estado miembro, la expedición 

de un documento de identidad con valor de documento de viaje dentro de la Unión 

Europea por el único motivo de que dicho nacional ha fijado su domicilio en el 

territorio de ese otro Estado miembro” (ap. 62). El TJUE  constató que la legislación 

rumana en materia de expedición de documentos de viaje establecía una diferencia 

de trato entre los nacionales rumanos domiciliados en el extranjero, incluso en otro 

Estado miembro, y los que estaban domiciliados en Rumanía, pudiendo estos 

últimos obtener uno o dos documentos de viaje que les permitían desplazarse 

dentro de la Unión, a saber, un documento de identidad y un pasaporte, mientras 

que a los primeros únicamente se les podía expedir un pasaporte como documento 

de viaje. Y, a continuación, entró a analizar si esta diferencia de trato resultaba 

contraria al artículo 21 del TFUE, al artículo 45, apartado 1, de la CDFUE y al artículo 

4, apartado 3, de la Directiva 2004/38.  

El Tribunal reconoció que la cuestión relativa a la expedición de documentos 

de identidad es competencia de los Estados miembros y que estos pueden decidir 

sobre su concreta configuración normativa, pero, igualmente, afirmó que el Derecho 

de la Unión no permite a los Estados miembros efectuar dicha concreción tratando 
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de forma menos favorable a aquellos de sus nacionales que han ejercido su derecho 

de libre circulación y residencia dentro de la Unión, restringiendo ese derecho, sin 

una justificación basada en consideraciones objetivas de interés general (aps. 38-

39). Según el Tribunal, una regulación como esta que, en efecto, podía disuadir a los 

nacionales rumanos de ejercer su derecho a la libre circulación y residencia dentro 

de la Unión, “solo puede estar justificada conforme al Derecho de la Unión si se basa 

en consideraciones objetivas de interés general, independientes de la nacionalidad 

de las personas afectadas, y es proporcionada al objetivo legítimamente perseguido 

por el Derecho nacional”. En este asunto, el TJUE concluyó que el órgano 

jurisdiccional remitente no había identificado ninguna consideración objetiva de 

interés general que pueda fundamentar la normativa controvertida en el litigio 

principal (aps. 52-53). 

También son importantes y muy recientes a este respecto la sentencia del 

TJUE (Gran Sala) de 4 de octubre de 2024, M.-A. A. contra Direcţia de Evidenţă a 

Persoanelor Cluj y otros, asunto C-4/23, EU:C:2024:845, y la sentencia del TJUE 

(Gran Sala) de 25 de noviembre de 2025, Wojewoda Mazowiecki, asunto C-713/23, 

EU:C:2025:917. 

La primera resuelve un asunto de un ciudadano con doble nacionalidad 

(rumana y británica) al que el Reino Unido había reconocido legalmente el cambio 

de nombre y de identidad de género. Las autoridades rumanas se negaron, 

posteriormente, a registrar dichos cambios en su certificado de nacimiento. Para el 

Tribunal, si bien el estado civil de las personas, en el que deben entenderse 

incluidas las normas sobre cambio de nombre e identidad de género de una 

persona, es materia competencia de los Estados miembros, estos han de respetar 

el Derecho de la Unión cuando la ejercen, en particular, las disposiciones del TFUE 

relativas a la libertad reconocida a todo ciudadano de la Unión, de circular y 

residir en el territorio de los Estados miembros, reconociendo, a tal efecto, el 

estado civil de las personas establecido en otro Estado miembro de conformidad 

con el derecho de este. Por lo tanto concluye que los artículos 20 del TFUE y 21, 

apartado 1, del mismo texto, a la luz de los artículos 7 y 45 de la CDFUE, deben 

interpretarse en el sentido de que “se oponen a una normativa de un Estado 
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miembro que no permite reconocer y anotar en el certificado de nacimiento de un 

nacional de ese Estado miembro el cambio de nombre y de identidad de género 

legalmente adquirido en otro Estado miembro, con ocasión del ejercicio de su 

libertad de circulación y de residencia, con la consecuencia de obligarle a iniciar 

un nuevo procedimiento, de tipo jurisdiccional, de cambio de identidad de género 

ya legalmente adquirido en ese otro Estado miembro” (ap. 72). 

 La segunda resuelve un asunto de un ciudadano europeo con doble 

nacionalidad, polaca y alemana, que contrajo matrimonio con un ciudadano 

europeo de nacionalidad polaca en Alemania. El encargado de la Oficina del 

Registro Civil de Varsovia, ante el que se presentó solicitud de transcripción en el 

registro civil polaco del certificado del matrimonio contraído en Alemania, denegó 

la transcripción alegando que el Derecho polaco no contempla los matrimonios 

entre personas del mismo sexo y que dicha transcripción vulneraría los principios 

fundamentales del ordenamiento jurídico de la República de Polonia. El recurso 

contra dicha decisión de la Oficina del Registro Civil de Varsovia llegó también a 

conclusiones similares y fue el Tribunal Supremo del país el que, resolviendo en 

casación, planteó la cuestión prejudicial. El TJUE concluyó que los artículos 20 y 

21, apartado 1, del TFUE, en relación con los artículos 7 y 21, apartado 1, de la 

CDFUE, “deben interpretarse en el sentido de que se oponen a la normativa de un 

Estado miembro que, habida cuenta de que el Derecho de ese Estado miembro no 

autoriza el matrimonio entre personas del mismo sexo, no permite reconocer el 

matrimonio entre dos nacionales del mismo sexo de dicho Estado miembro 

contraído legalmente en el ejercicio de su libertad de circulación y de residencia en 

otro Estado miembro, en el cual han desarrollado o consolidado una vida familiar, 

ni permite transcribir a tal efecto el certificado de matrimonio en el Registro Civil 

del primer Estado miembro, cuando la transcripción sea el único medio establecido 

por este Estado miembro para permitir tal reconocimiento” (ap. 78). 

 

V.i. Límites por razones de orden público o seguridad pública  

El TJUE ha señalado que el concepto de “orden público” requiere, “aparte de 

la perturbación del orden social que constituye cualquier infracción de la ley, que 
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exista una amenaza real, actual y suficientemente grave que afecte a un interés 

fundamental de la sociedad (...)”. El concepto de “seguridad pública” comprende 

tanto la seguridad interior como la seguridad exterior de un Estado miembro. La 

seguridad interior puede verse afectada, en particular, por una amenaza directa 

para la tranquilidad y la seguridad física de la población del Estado miembro de que 

se trate por el hecho de poner en peligro el funcionamiento de las instituciones y de 

los servicios públicos esenciales, así como la supervivencia de la población. La 

seguridad exterior puede resultar afectada, en particular, por el riesgo de una 

perturbación grave de las relaciones exteriores de ese Estado miembro o de la 

coexistencia pacífica de los pueblos o, incluso, por la amenaza a intereses militares. 

Por ejemplo, el Tribunal ha declarado que la lucha contra la criminalidad asociada 

al tráfico de estupefacientes mediante banda organizada o contra el terrorismo está 

comprendida en el concepto de seguridad pública [STJUE (Gran Sala) de 2 de mayo 

de 2018, K. c. Staatssecretaris van Veiligheid en Justitie et H.F. c. Belgische Staat  

(asunto C-331/16), EU:C:2018:296, aps. 41-42; STJUE (Gran Sala) de 8 de mayo de 

2018, K. A. y otros c. Belgische Staat (asunto C-82/16), EU:C:2018:308, ap. 91].  

En todo caso, los conceptos de “orden público” y de “seguridad pública”, 

como justificación de una excepción al derecho de residencia de los ciudadanos de 

la Unión o de los miembros de sus familias, deben ser objeto de interpretación 

estricta y su alcance no puede ser determinado unilateralmente por cada Estado 

miembro sin control de las instituciones de la Unión [entre muchas otras, STJUE 

(Gran Sala) de 2 de mayo de 2018, K. c. Staatssecretaris van Veiligheid en Justitie et 

H.F. c. Belgische Staat (asunto C-331/16), EU:C:2018:296, ap. 40; y STJUE (Gran 

Sala) de 8 de mayo de 2018, K. A. y otros c. Belgische Staat (asunto C-82/16), 

EU:C:2018:308, ap. 91]. Por ejemplo, para el Tribunal, el artículo 27, apartado 2, de 

la Directiva 2004/388, debe interpretarse en el sentido de que el hecho de que, en el 

pasado, se haya denegado el estatuto de refugiado a un ciudadano de la Unión, o a 

un nacional de un tercer país que sea miembro de la familia de dicho ciudadano, no 

 
8 Este precepto dispone que “Las medidas adoptadas por razones de orden público o seguridad 
pública deberán ajustarse al principio de proporcionalidad y basarse exclusivamente en la conducta 
personal del interesado. La existencia de condenas penales anteriores no constituirá por sí sola una 
razón para adoptar dichas medidas”. 
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permite a las autoridades competentes de ese Estado miembro considerar 

automáticamente, a efectos de concesión de un permiso de residencia, que su mera 

presencia en dicho territorio constituye, con independencia de que exista o no un 

riesgo de reincidencia, una amenaza real, actual y suficientemente grave que afecte 

a un interés fundamental de la sociedad y que justifique la adopción de medidas de 

orden público o seguridad pública. La constatación de la existencia de una amenaza 

de esa índole debe basarse en una apreciación de la conducta personal del 

interesado por parte de las autoridades competentes del Estado miembro de 

acogida que tenga en cuenta las consecuencias de la decisión de denegación del 

estatuto de refugiado y las razones en las que esta se basa, especialmente la 

naturaleza y gravedad de los delitos o actos de los que se le acusa, su grado de 

implicación en ellos, la posible existencia de causas de exoneración de su 

responsabilidad penal y si existe o no una condena penal. Esta apreciación también 

debe tomar en consideración el lapso de tiempo transcurrido desde la supuesta 

comisión de esos delitos o actos y la conducta posterior de esa persona, 

especialmente si esa conducta indica que mantiene una actitud que menoscaba los 

valores fundamentales a los que hacen referencia los artículos 2 y 3 del TUE de un 

modo que podría perturbar la tranquilidad y la seguridad física de la población. 

Asimismo, de conformidad con el principio de proporcionalidad, las autoridades 

competentes del Estado miembro de acogida deben ponderar, por una parte, la 

protección del interés fundamental de la sociedad en cuestión y, por otra parte, los 

intereses de la persona afectada relativos al ejercicio de su libertad de circulación y 

de residencia como ciudadano de la Unión y a su derecho al respeto de la vida 

privada y familiar [STJUE (Gran Sala) de 2 de mayo de 2018, K. c. Staatssecretaris 

van Veiligheid en Justitie et H.F. c. Belgische Staat (asunto C-331/16), 

EU:C:2018:296]. 

Una sentencia relevante y reciente en la que han estado en juego 

restricciones al derecho de circulación por razones de seguridad pública sería, por 

ejemplo, el caso de la sentencia del TJUE (Gran Sala) de 21 de junio de 2022, Ligue 

des droits humains ASBL c. Conseil des ministres (asunto C-817/19), EU:C:2022:491. 

Aquí el Tribunal se pronunció sobre las posibles restricciones al derecho a la libre 
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circulación que comportaba la Ley belga de 25 de diciembre de 2016, que establecía 

un sistema de transferencia y tratamiento, por parte de las compañías aéreas y de 

los operadores de viaje, de los datos PNR de los vuelos y de los transportes 

efectuados por otros medios en el interior de la Unión, con origen o destino en 

Bélgica o en tránsito por dicho Estado. El TJUE constató que dicha normativa podía 

disuadir del ejercicio de la libertad de circulación, en el sentido del artículo 45 de la 

CDFUE, tanto en el caso de los nacionales de los Estados miembros que adoptaran 

esa normativa como, en general, a los ciudadanos de la Unión que se desplazaran 

por esos medios de transporte dentro de la Unión con origen o destino en esos 

Estados miembros. Por ello, la normativa controvertida se convertía en una 

restricción de esta libertad fundamental. 

Pues bien, el TJUE sostuvo que el Derecho de la Unión, en particular el 

artículo 2 de la Directiva PNR, a la luz del artículo 3 TUE, apartado 2, del 

artículo 67 TFUE, apartado 2, y del artículo 45 de la Carta, debía interpretarse en el 

sentido de que se oponía a una normativa nacional que estableciera, en ausencia de 

una amenaza terrorista real y actual o previsible a la que debiera enfrentarse el 

Estado miembro en cuestión, un sistema de transferencia, por parte de los 

transportistas aéreos y de los operadores de viaje, y de tratamiento, por parte las 

autoridades competentes, de los datos PNR del conjunto de los vuelos interiores de 

la Unión y de los transportes efectuados por otros medios dentro de la Unión, con 

origen o destino en ese Estado miembro o en tránsito por dicho Estado, con el fin de 

combatir los delitos de terrorismo y los delitos graves. En tal situación, la aplicación 

del sistema establecido por la Directiva PNR debía limitarse a la transferencia y al 

tratamiento de los datos PNR de los vuelos o de los transportes relativos, en 

particular, a determinadas conexiones o a determinados planes de viaje o a 

determinados aeropuertos, estaciones o puertos marítimos respecto de los que 

existieran indicios que permitieran justificar su aplicación. El Estado miembro de 

que se tratara debía seleccionar esos vuelos interiores de la Unión o los transportes 

efectuados por otros medios dentro de la Unión respecto de los cuales existían esos 

indicios, así como debía volver a examinar periódicamente tal aplicación en función 

de la evolución de las circunstancias que justificaron su selección, con el objeto de 
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garantizar que la aplicación de dicho sistema a esos vuelos o transportes siguiera 

limitándose a lo estrictamente necesario (ap. 291). 

Asimismo, el TJUE concluyó que el Derecho de la Unión, en particular el 

artículo 2 de la Directiva PNR, a la luz del artículo 3 TUE, apartado 2, del 

artículo 67 TFUE, apartado 2, y del artículo 45 de la Carta, debía interpretarse en el 

sentido de que se opone a una normativa nacional que establezca tal sistema de 

transferencia y tratamiento de dichos datos con fines de mejora de los controles y 

de lucha contra la inmigración clandestina (ap. 291). 

 

V.ii. Límites por razones de salud pública 

La sentencia del TJUE (Gran Sala) de 5 de diciembre de 2023, Nordic Info BV 

c. Belgische Staat (asunto C-128/22), EU:C:2023:951, resolvió una cuestión 

prejudicial que se presentó en el contexto de un litigo entre Nordic Info BV, 

sociedad establecida en Bélgica, y el Estado belga, en relación con la reparación del 

perjuicio supuestamente sufrido por dicha sociedad como consecuencia de 

determinadas medidas nacionales de limitación de la libre circulación adoptadas 

en el marco de la crisis sanitaria relacionada con la pandemia de COVID-19. En la 

cuestión prejudicial, el órgano jurisdiccional remitente preguntaba si los 

artículos 27 (“Principios generales” aplicables a la limitación de los derechos 

garantizados por la norma por las causas mencionadas) y 29 (“Salud Pública”) de la 

Directiva 2004/38, en relación con los artículos 4 y 5 de esta, debían interpretarse 

en el sentido de que se oponían a la normativa de alcance general de un Estado 

miembro que, por razones de salud pública relacionadas con la lucha contra la 

pandemia de COVID-19, por un lado, prohibía a los ciudadanos de la Unión y a los 

miembros de sus familias, independientemente de su nacionalidad, realizar viajes 

no esenciales desde ese Estado miembro a otros Estados miembros clasificados por 

él como zonas de alto riesgo en consideración a medidas sanitarias de limitación o a 

la situación epidemiológica existente en esos otros Estados miembros y, por otro 

lado, imponía a los ciudadanos de la Unión sin la nacionalidad de dicho Estado 

miembro la obligación de someterse a pruebas de detección y de cumplir una 

cuarentena a su entrada en el territorio del referido Estado miembro desde 
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cualquiera de esos otros Estados miembros.  

En relación con un acto de alcance general que decretara medidas de 

limitación de la libre circulación por razones de salud pública, el Tribunal concretó, 

con arreglo al artículo 30, apartados 1 y 2 de la Directiva 2004/38, que debía 

ponerse en conocimiento del público a través de una publicación oficial del Estado 

miembro que lo adoptara y de una publicidad institucional suficiente, de suerte que 

su contenido y efectos pudieran comprenderse, al igual que las razones concretas y 

completas de salud pública esgrimidas en su apoyo, especificando los medios y los 

plazos para impugnarlo. Por otro lado, y para cumplir las garantías procesales 

mencionadas en el artículo 31 de la Directiva 2004/38, el acto de alcance general 

debía poder impugnarse en vía judicial y, en su caso, administrativa (en el caso no 

existía un recurso autónomo que permitiera a los interesados cuestionar 

directamente su validez, pero al menos sí establecía, lo que para el Tribunal 

resultaba suficiente, la posibilidad de cuestionar incidentalmente su validez en el 

marco de un recurso de cuyo resultado dependiera tal validez). Además, según el 

artículo 30, apartado 3, de la Directiva 2004/38, debe informarse al público, bien en 

el propio acto, bien mediante publicaciones o sitios de Internet oficiales gratuitos de 

fácil acceso, del órgano jurisdiccional o de la autoridad administrativa ante el que, 

en su caso, podría impugnarse el acto de alcance general, así como de los plazos para 

interponer los recursos que procedan.  

El Tribunal también afirmó que la salud y la vida de las personas ocupan el 

primer puesto entre los bienes protegidos por el TFUE y que son los Estados 

miembros los que deben decidir qué nivel de protección de salud pública pretenden 

asegurar y de qué manera debe alcanzarse ese nivel. Como ese nivel puede variar de 

un Estado miembro a otro, debe concederse a los Estados cierto margen de 

apreciación. En consecuencia, el hecho de un Estado imponga reglas menos 

rigurosas que las impuestas por otro Estado miembro no significa que estas últimas 

sean desproporcionadas. Por otro lado, cuando subsisten incertidumbres sobre la 

existencia o la importancia de los riesgos para la salud de las personas, los Estados 

miembros han de tener la posibilidad, en virtud del principio de cautela, de adoptar 

medidas de protección sin tener que esperar a que se demuestre plenamente la 
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realidad de tales riesgos. Eso sí, cuando se decretan medidas de limitación por 

razones de seguridad pública, los Estados miembros han de ser capaces de 

presentar pruebas adecuadas, de demostrar que han efectuado un examen de la 

idoneidad, la necesidad y la proporcionalidad de las medidas de que se trate y de 

aportar cualquier otro elemento que permita sustentar su argumentación. En todo 

caso, la carga de la prueba no puede llegar al punto de exigir que las autoridades 

nacionales demuestren positivamente que ninguna otra medida imaginable permite 

alcanzar el objetivo legítimo perseguido en las mismas condiciones (aps. 71-81). 

Finalmente, el TJUE concluyó que “los artículos 27 y 29 de la Directiva 

2004/38/CE(…), deben interpretarse en el sentido de que no se oponen a la 

normativa de alcance general de un Estado miembro que, por razones de salud 

pública relacionadas con la lucha contra la pandemia de COVID-19, por un lado, 

prohíbe a los ciudadanos de la Unión y a los miembros de sus familias, 

independientemente de su nacionalidad, realizar viajes no esenciales desde ese 

Estado miembro a otros Estados miembros clasificados por él como zonas de alto 

riesgo en consideración a medidas sanitarias de limitación o a la situación 

epidemiológica existente en esos otros Estados miembros y, por otro lado, impone 

a los ciudadanos de la Unión sin la nacionalidad de dicho Estado miembro la 

obligación de someterse a pruebas de detección y de cumplir una cuarentena a su 

entrada en el territorio del referido Estado miembro desde cualquiera de esos otros 

Estados miembros, siempre y cuando esa normativa nacional respete todos los 

requisitos y garantías que se prescriben en los artículos 30 a 32 de dicha Directiva, 

los derechos y los principios fundamentales consagrados en la Carta de los Derechos 

Fundamentales de la Unión Europea, en particular el principio de prohibición de las 

discriminaciones, y el principio de proporcionalidad”. 

 

V.iii. Referencia al supuesto de expulsión por razones de orden público, 

seguridad pública o salud pública 

El Capítulo VI de la Directiva 2004/38 (“Limitaciones del derecho de 

entrada y del derecho de residencia por razones de orden público, seguridad 

pública o salud pública”) establece, en particular, normas relativas a la expulsión 
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únicamente de los ciudadanos de la Unión y de los miembros de sus familias. Sin 

embargo, no contiene disposiciones precisas sobre la posibilidad de que los Estados 

miembros adopten medidas para evitar el riesgo de fuga de aquellos durante el 

plazo que se les concede para abandonar el territorio del Estado miembro de 

acogida o durante la prórroga de ese plazo, ni tampoco contiene disposiciones 

precisas relativas a la posibilidad de internar a los interesados cuando no hayan 

dado cumplimiento a una decisión de expulsión en ese plazo o en su prórroga.  

Pues bien, el TJUE ha afirmado que el Estado miembro de acogida, si decide 

la expulsión aplicando la Directiva 2004/38, puede establecer y aplicar normas 

inspirándose en las normas sobre el retorno contenidas en la Directiva 2008/115 

que han sido transpuestas al Derecho nacional. Ello siempre y cuando no se vulnere 

el Derecho de la Unión [al respecto puede consultarse la  STJUE (Gran Sala) de 22 de 

junio de 2021, Ordre des barreaux francophones et germanophone y otros c. Conseil 

des ministres (asunto C-718/19), EU:C:2021:505, que se pronunció sobre la 

compatibilidad de las medidas adoptadas por el Derecho nacional belga, que 

permitían aplicar medidas preventivas para evitar el riesgo de fuga e internamiento 

en un caso en el que la expulsión por razones de orden público o seguridad nacional 

se había decretado de conformidad con el artículo 27, apartado 2, de la Directiva 

2004/38].  

 

V.iv. Referencia a otros supuestos de expulsión adoptados por motivos que 

no guardan relación con riesgos para el orden público, la seguridad pública 

o la salud pública 

También se pueden adoptar decisiones de expulsión, aplicando la Directiva 

2004/83, en los casos en los que el ciudadano de la Unión ha perdido o ya no disfruta 

de un derecho de residencia temporal en el Estado miembro que no es de su 

nacionalidad según dicha norma.  

El artículo 15 (“Garantías del procedimiento”) de la Directiva 2004/83 se 

aplica a una decisión de expulsión adoptada por motivos que no guardan relación 

con riesgos para el orden público, la seguridad nacional o la salud pública (así, 

porque el ciudadano de la Unión, y sus familiares, ya no disfrutan de un derecho de 
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residencia temporal según dicha Directiva). Sobre este asunto, la sentencia del TJUE 

(Gran Sala) de 22 de junio de 2021, FS c. Staatssecretaris van Justitie en Veiligheid 

(asunto C-719/19), EU:C:2021:506, concluyó “El artículo 15, apartado 1, de la 

Directiva 2004/38/CE (…) debe interpretarse en el sentido de que una decisión de 

expulsión de un ciudadano de la Unión del territorio del Estado miembro de acogida, 

adoptada sobre la base de dicha disposición, debido a que ese ciudadano de la Unión 

ya no disfruta de un derecho de residencia temporal en ese territorio en virtud de 

esa Directiva, no se ejecuta plenamente por el mero hecho de que ese ciudadano de 

la Unión haya abandonado físicamente ese territorio dentro del plazo que dicha 

decisión establece para su salida voluntaria. Para disfrutar de un nuevo derecho de 

residencia en virtud del artículo 6, apartado 1, de la citada Directiva en el mismo 

territorio, el ciudadano de la Unión contra el que se ha dictado tal decisión de 

expulsión no solo debe haber abandonado físicamente el territorio del Estado 

miembro de acogida, sino también haber puesto fin a su residencia en ese territorio 

de manera real y efectiva, de modo que, con ocasión de su regreso a dicho territorio, 

no pueda considerarse que su residencia se inscribe, en realidad, en la continuidad 

de su residencia anterior en el territorio”. El órgano jurisdiccional nacional es el 

competente para apreciar si sucede así teniendo en cuenta las circunstancias 

concretas del caso. “Si de tal comprobación resulta que el ciudadano de la Unión no 

ha puesto fin a su residencia temporal en el territorio del Estado miembro de 

acogida de manera real y efectiva, ese Estado miembro no está obligado a adoptar 

una nueva decisión de expulsión sobre la base de los mismos hechos que dieron 

lugar a la decisión de expulsión ya adoptada contra ese ciudadano de la Unión, sino 

que puede basarse en esta última decisión para obligar a este a abandonar su 

territorio” (ap. 105). 

Hay que tener en cuenta, por otra parte, la situación particular de los 

ciudadanos de la Unión que ejercen su libertad de circulación para buscar empleo 

en otro Estado miembro. En este caso resulta aplicable el artículo 14, apartado 4, de 

la Directiva 2004/38, el cual dispone: “No obstante lo dispuesto en los apartados 1 

y 2 y sin perjuicio de las disposiciones del capítulo VI, en ningún caso podrá 

adoptarse una medida de expulsión contra ciudadanos de la Unión o miembros de 
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su familia si: a) los ciudadanos de la Unión son trabajadores por cuenta ajena o 

propia, o b) los ciudadanos de la Unión entraron en el territorio del Estado miembro 

de acogida para buscar trabajo. En este caso, los ciudadanos de la Unión o los 

miembros de sus familias no podrán ser expulsados mientras los ciudadanos de la 

Unión puedan demostrar que siguen buscando empleo y que tienen posibilidades 

reales de ser contratados”. 

Sobre la interpretación del artículo 14 de esta Directiva9 se pronunció la 

sentencia del TJUE (Sala Primera) de 17 de diciembre de 2020, G.M.A. c. État belge 

(asunto C-710/19), EU:C:2020:1037, en un caso de un ciudadano griego que había 

solicitado un certificado de registro en Bélgica, en calidad de solicitante de empleo, 

con el objeto de que se le concediera un derecho de residencia por más de tres meses 

en dicho Estado. La Oficina de Extranjería belga denegó su solicitud alegando que no 

cumplía los requisitos exigidos por la legislación belga para disfrutar de un derecho 

de residencia por más de tres meses. Según la Oficina, la documentación aportada 

no permitía suponer que tuviera posibilidades reales de ser contratado en territorio 

belga.  

 El TJUE señaló que el artículo 14, apartado 4, letra b), de la Directiva 

2004/38, establece una excepción a los apartados 1 y 2 de dicho artículo 14, al 

referirse específicamente a los solicitantes de empleo10. Indicó que cuando un 

ciudadano de la Unión entra en el territorio de un Estado miembro de acogida con 

el fin de buscar empleo, su derecho de residencia está comprendido, a partir del 

momento de su inscripción como solicitante de empleo, en el ámbito de aplicación 

del artículo 14, apartado 4, letra b), de la Directiva 2004/38. Y afirmó que la libre 

circulación de los trabajadores implica el derecho de los nacionales de los Estados 

miembros a circular libremente en el territorio de los demás Estados miembros y a 

residir en ellos con objeto de buscar empleo, de tal forma que el Estado miembro de 

 
9 Dicho precepto establece: “Los ciudadanos de la Unión y los miembros de sus familias gozarán del 
derecho de residencia previsto en el artículo 6 mientras no se conviertan en una carga excesiva para 
la asistencia social del Estado miembro de acogida”. 
10 El artículo 14, apartados 1 y 2 de la Directiva, dispone que el derecho de residencia entre los tres 
y los cinco a años se mantendrá mientras los interesados no se conviertan en una carga excesiva para 
la asistencia social del Estado miembro de acogida y que los ciudadanos de la Unión y miembros de 
sus familias gozarán de un derecho de residencia por más de tres meses mientras cumplan las 
condiciones previstas en el artículo 7 de dicha Directiva. 
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acogida, en primer lugar, está obligado a conceder a los solicitantes de empleo un 

plazo razonable que permita garantizar la eficacia del artículo 45 de la CDFUE11, que 

empieza a contar a partir del momento en el que ese ciudadano de la Unión se 

inscribe como solicitante de empleo, que les permita llegar a conocer, en el territorio 

de dicho Estado miembro, las ofertas de empleo que puedan convenirle, y, en 

segundo lugar, a adoptar las medidas necesarias para ser contratado. Durante dicho 

plazo, el Estado miembro de acogida puede exigir al solicitante de empleo que 

acredite que está buscando trabajo. Solo una vez transcurrido ese plazo podrá el 

Estado miembro exigir al solicitante de empleo que demuestre no solo que sigue 

buscando empleo, sino también que tiene posibilidades reales de ser contratado (ap. 

55).  

Son las autoridades y órganos jurisdiccionales del Estado miembro de 

acogida los que deben apreciar las pruebas presentadas en este sentido por el 

solicitante de empleo de que se trate, entre las que menciona, como ejemplo, el 

hecho de que el solicitante se haya inscrito en el organismo nacional que se ocupa 

de los solicitantes de empleo, de que se dirija periódicamente a potenciales 

empleadores mediante cartas de candidatura o de que acuda a entrevistas de 

trabajo. En el marco de esta apreciación, dichas autoridades y órganos 

jurisdiccionales deben tener en cuenta la situación del mercado de trabajo nacional 

en el sector que corresponda a las aptitudes personales del solicitante de empleo de 

que se trate. En cambio, el hecho de que este haya rechazado ofertas de empleo que 

no se correspondan con su capacitación profesional no puede tenerse en cuenta a 

los efectos de considerar que no cumple los requisitos establecidos en el artículo 14, 

apartado 4, letra b), de la Directiva 2004/38 (ap. 47). 

 

VI. A Modo de Cierre 

 El reconocimiento de un estatuto de ciudadanía europea ha resultado 

fundamental en la transformación de los derechos de libre circulación y residencia, 

 
11 El Tribunal, en el ap. 42 de esta resolución, recordando el asunto Antonissen [sentencia del Tribunal 
de Justicia de 26 de febrero de 1991, Antonissen (asunto C-292/89), EU:C:1991:80, ap. 21], concluyó 
que un plazo de seis meses a partir de la fecha de inscripción no resulta insuficiente, en principio, y 
no menoscaba la eficacia del artículo 45 del TFUE. 
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en su origen derechos funcionales al mercado interior y, por consiguiente, 

reconocidos únicamente a los nacionales de los Estados miembros -y pronto a sus 

familiares- en función de su contribución a dicho mercado. Tras la ciudadanía 

europea, estos derechos se reconocen con independencia del desempeño de una 

actividad económica y, aunque actualmente siguen constituyendo una de las 

libertades fundamentales del mercado interior, su proyección va más allá.  

 El TJUE, con el soporte que supuso el reconocimiento de un estatuto de 

ciudadanía europea, ha elaborado una jurisprudencia copiosa sobre todos los 

derechos de la CDFUE y, desde luego, sobre la libertad de circulación y residencia. 

Ha ido concretando una serie de estándares constitucionales de aplicación de la 

Carta auxiliado por la jurisprudencia del TEDH, por los propios Tratados y por las 

tradiciones constitucionales de los Estados miembros. Recordemos que el artículo 

52.3 de la CDFUE dispone que “En la medida en que la presente Carta contenga 

derechos que correspondan a derechos garantizados por el Convenio Europeo para 

la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, su 

sentido y alcance serán iguales a los que le confiere el Convenio. Esta disposición no 

impide que el Derecho de la Unión conceda una protección más extensa”; que su 

artículo 52.2 dispone que “Los derechos reconocidos por la presente Carta que 

constituyen disposiciones en los Tratados se ejercerán en las condiciones y dentro 

de los límites determinados por éstos”, y; que su artículo 52.4 establece que “En la 

medida en que la presente Carta reconozca derechos fundamentales resultantes de 

las tradiciones constitucionales comunes a los Estados miembros, dichos derechos 

se interpretarán en armonía con las citadas tradiciones”. 

 Además, la jurisprudencia desarrollada por el TJUE en materia de libertad de 

circulación y residencia ha sido calificada, con carácter general12, incluso antes de la 

 
12 En algún momento relativamente reciente de la historia de la integración europea, sin embargo, la 
interpretación del Tribunal afectó en un sentido negativo el alcance de los derechos a la libertad de 
circulación y residencia. Así, tras la crisis económica de 2008, el Tribunal admitió que los Estados 
pudieran imponer ciertas restricciones en el acceso a prestaciones sociales para proteger la 
sostenibilidad financiera de su sistema de bienestar. Se condicionó de esta forma la percepción de 
determinadas prestaciones al cumplimiento estricto de los requisitos de residencia legal establecidos 
en la normativa europea; LÓPEZ NIETO (2025). Se afirmó que la restricción a las prestaciones sociales 
suponía limitar indirectamente la libre circulación de los ciudadanos europeos económicamente más 
vulnerables; RODRÍGUEZ-IZQUIERDO SERRANO (2016). 
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entrada en vigor del Tratado de Lisboa, que supuso el reconocimiento de la Carta 

como Derecho primario de la Unión Europea, como una jurisprudencia expansiva y 

generosa sobre el contenido y alcance de la ciudadanía europea y los derechos 

vinculados a ella (SARMIENTO-ESCUDERO: 2008 o CRESPO NAVARRO: 2007), también 

sobre los derechos a la libertad de circulación y residencia, dando lugar a una 

doctrina jurisprudencial menos formalista y más centrada en la efectividad real de 

los derechos analizados.  

En efecto, como se ha podido comprobar en este trabajo, el Tribunal ha ido 

ampliando el ámbito de protección de estos derechos realizando interpretaciones 

favorables a su ejercicio. Por ejemplo, se ha mostrado flexible con respecto a la 

procedencia de los recursos que garantizan una situación de suficiencia económica 

en los supuestos de residencia temporal por parte de un ciudadano europeo que se 

establece en un Estado miembro distinto al de su nacionalidad; ha efectuado una 

interpretación generosa de las categorías de personas, en particular del cónyuge, 

nacionales de un tercer Estado, incluidas en la categoría de familiares de un 

ciudadano europeo y que, por ello, pueden beneficiarse de forma derivada de los 

derechos de circulación y residencia concurriendo determinadas circunstancias; ha 

extendido la protección de estas libertades a los ciudadanos no móviles o que no han 

ejercido previamente el derecho de circulación, de nuevo, bajo la concurrencia de 

ciertos requisitos; o, de una forma más general, ha aplicado el principio de la 

interpretación restrictiva de los límites de los derechos o el principio de 

proporcionalidad.  

En definitiva, también en este ámbito, a través de su jurisprudencia, el TJUE 

ha desempeñado un papel fundamental de impulso y profundización del proceso de 

integración política. La actividad del Tribunal de Luxemburgo ha resultado 

fundamental también para la transformación de la libertad de circulación y 

residencia en derechos fundamentales inherentes al estatuto de la ciudadanía 

europea.  
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